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CARTA DEL PRESIDENTE Salvador Díez Lloris

— Presidente

CAFÉ PARA TODOS

“En el sector profesional en ge-

neral y en el de la administración 

de fincas en particular, estamos 

haciendo frente a las adversida-

des derivadas de la coyuntura con 

nuestros propios medios. Los ni-

veles que alcanzan los honorarios 

profesionales en el mercado lle-

gan a ser insultantes y están, en 

muchas ocasiones, por debajo de 

nuestros costes”

Durante casi todo el verano, hemos 

visto como los ganaderos del sector 

lácteo realizaban una justa reclama-

ción: los precios que alcanzaban en el 

mercado sus productos eran inferio-

res a los costes de producción, lo que 

ha provocado pérdidas que hacían in-

viables sus explotaciones. 

Después de numerosas reuniones, 

parece que han logrado encauzar el 

problema mediante un acuerdo de 

los diferentes agentes del sector y con 

ayudas millonarias de las administra-

ciones públicas.

Nadie discute que se trata de un sec-

tor estratégico y que es lógico que, 

además de las ayudas que cada año 

reciben de la PAC, entre todos con-

tribuyamos a su sostenimiento. Al 

igual que hemos hecho con el sector 

financiero, con grandes empresas que 

se han visto afectadas por la crisis, o 

cada vez que alguien con suficiente 

capacidad para ejercer presión acude 

al Estado en busca de ayuda.

Es una enorme contradicción que, 

en esta época en la que tanto en Eu-

ropa como en España se defiende el 

liberalismo con todas sus consecuen-

cias, los defensores de estas políticas 

se olviden de sus propias propuestas 

cuando se duda sobre la continuidad 

de algún sector o empresa que se con-

sidera estratégico.

Sin embargo, hay otros muchos a los 

que ni siquiera se nos escucha. En el 

sector profesional en general y en el 

de la administración de fincas en par-

ticular, estamos haciendo frente a las 

adversidades derivadas de la coyun-

tura con nuestros propios medios. Los 

niveles que alcanzan los honorarios 

profesionales en el mercado llegan 

a ser insultantes y están, en muchas 

ocasiones, por debajo de nuestros 

costes.  

Nunca hemos pedido ayudas, pero 

entendemos que sería lógico que nos 

dejasen utilizar herramientas para 

defender unos honorarios razonables 

defendiendo la libertad del mercado, 

pero garantizando, al mismo tiem-

po, que no se contraten servicios por 

debajo de su coste. En una sociedad 

avanzada como la nuestra, lo lógico 

sería no solo que tuviéramos esta ca-

pacidad sino que se nos obligara a ga-

rantizar la calidad en la prestación de 

los servicios, lo que resulta imposible 

de lograr sin garantizar honorarios ra-

zonables.

Qué contradicciones tiene nuestra 

sociedad: los poderosos estados de la 

Unión Europea no son capaces de de-

tectar a tiempo un fraude en millones 

de automóviles, pero sí de destinar 

recursos para abrir expedientes a los 

colegios profesionales por la más mí-

nima mención que realicen a algo que 

tenga que ver con honorarios.

En la vida en general  y en los asuntos 

públicos de manera singular, hay que 

actuar con rigor. Probablemente la 

mayor parte de los profesionales ads-

critos a un Colegio Profesional sean 

defensores de la Libertad del Merca-

do. Pero también entienden que eso 

no quiere decir que no puedan existir 

normas que regulen los límites de esta 

libertad. 

Me parece lógico que entre todos ha-

gamos nuevos esfuerzos para ayudar 

al sector lácteo. Es justo y proporcio-

nado. Pero aprovecho esta tribuna 

para pedir que también a nosotros se 

nos escuche, se deje de atacar a los 

colegios profesionales y se nos den 

herramientas para garantizar honora-

rios dignos que permitan prestar los 

servicios con toda la calidad. 

Me parece bien el café, pero que sea 

para todos.
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España, treinta 
años en la UE: 
Historia de las 
profesiones

El 12 de Junio de 1985 
España ingresaba en la 
Unión Europea –UE-, y 
en estos treinta años las 
profesiones liberales han 
sufrido profundos cambios 
en los distintos países que la 
integran, llegando los cuatro 
millones de profesionales 
actuales a generar once 
millones de puestos de 
trabajo, con una facturación 
de más de quinientos millones 
de euros. 
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Periodista y Administradora de Fincas



7

A
ctualmente, en la Comisión Europea 
se intenta fomentar el desarrollo de las 
profesiones liberales en Europa adop-
tando una nueva Estrategia de Merca-

do Interno con la que se pretende, según ha indica-
do la Comisaria Elżbieta Bieńkowska,  «reducir 
las barreras y contribuir a la integración del merca-
do interior facilitando las actividades que realizan 
precisamente las profesiones liberales”.

En la misma línea se ha pronunciado Othmar Ka-
ras, parlamentario del Partido Popular Europeo, 
quién ha reconocido “la necesidad de unas reglas 
que garanticen la libertad, la seguridad y la inde-

pendencia de las profesiones liberales, con una for-
mación académica y una capacitación muy mar-
cada, que, además, son independientes, tienen la 
responsabilidad propia, son neutras y garantizan 
una prestación de servicios que no se puede con-
fundir con los oficios comerciales”.

Igualmente, Evelyne Gebhardt, del Grupo de la 
Alianza Progresista de Socialistas y Demócratas, 
ha afirmado que las «profesiones liberales son la 
espina dorsal de la sociedad europea y necesitan 
capacitación especial y normas claras que garanti-
cen seguridad en su profesión». 

“El volumen gestionado anualmente por los Administradores de Fincas en 
España es, como mínimo, de entre 34.000 y 40.000 mil millones de euros”
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EN CLARA 
CONTRADICCIÓN

Sin embargo, el FMI, en su Informe del pasado mes 
de Julio, insistía en «que los expertos recomiendan 
reducir los obstáculos al crecimiento de las empre-
sas, aplicando ágilmente la legislación de unidad 
de mercado, así como afrontando la regulación 
excesiva o liberalizando servicios profesionales». 
Y en esta línea, la Comisión Europea abría pro-
cedimiento de infracción a España por la paraliza-
ción de la reforma de los servicios profesionales, 
y nuevamente  Elżbieta Bieńkowska, Comisaría 
de Mercado Interior, Industria, Emprendimiento 
y Pymes, se pronunció sobre la cuestión manifes-
tando que «en algunos estados miembros siguen 
existiendo barreras —ya sea en forma de res-                 
tricciones a la forma jurídica y la participación en 
el capital o de requisitos en materia de titulaciones 
o tarifas fijas— que impiden que tanto sociedades 
como particulares presten sus servicios libremen-
te en toda la UE.  Un mercado único de servicios 
profesionales dinámico conducirá a una economía 
europea más competitiva, que redundará en bene-
ficio de todos». 

PIB Y EMPLEO EN EUROPA Y 
ESPAÑA

Según la Comisión Nacional de los Mercados y 
la Competencia –CNMC-, la mejora del marco re-
gulatorio del sector de los servicios profesionales 
en España tendría un impacto del entorno de 0,7% 
del PIB potencial a largo plazo. Sin embargo, los 
datos dicen otra cosa para Eugenio Sánchez Ga-
llego, responsable del Departamento de Economía 
de Unión Profesional quién, analizando los datos 
agregados correspondientes a 2008-2013, concluye 
que, en el caso de España, donde el empleo ha des-
cendido un 12,40% desde el año 2008, el número de 
profesionales ocupados ha subido un 3,00%, alcan-
zando el 11,28% sobre el empleo total. Y respecto al 
PIB, el volumen económico generado por todas las 
profesiones en España, en 2013, ha sido del 10%. 

En la misma línea, Sánchez Gallego manifiesta 
que el recorrido económico experimentado por las 
profesiones en Europa en el periodo 2008-2013, da 
como resultado que en los países integrantes de la 
eurozona han crecido, de media, un 8,28%, es de-
cir, más del doble si lo comparamos con el incre-
mento medio del PIB general para la eurozona, que 
se quedó en el 3,10%, “lo que nos da una dimensión 
del vigor de las profesiones en este periodo”, con-
cluye Sánchez Gallego. 

LOS ADMINISTRADORES 
DE FINCAS COLEGIADOS, 
TREINTA AÑOS DESPUÉS

Los Administradores de Fincas Colegiados en Es-
paña también representan un colectivo importan-
te dentro de las profesiones colegiadas. Solchaga 
Recio&Asociados, en su Informe “Análisis de las 
Estructuras Regulatorias en la Administración In-
mobiliaria”,  concluía que en  2011 había más de 
15.000 Administradores de Fincas Colegiados que 
generaban, aproximadamente, 86.000 empleos 
vinculados. Esto supone el 2,7 % del empleo co-
rrespondiente a las profesiones colegiadas. En 
términos de valor añadido, los Administradores 
producen más de 2.600 millones de euros, lo que 
representa alrededor del 2,2 % del valor añadido 
bruto de las profesiones colegiadas. Teniendo esto 
en cuenta, el volumen gestionado anualmente por 
los Administradores de Fincas en España es, como 
mínimo, de entre 34.000 y 40.000 mil millones 
de euros.  

Respecto a Europa, dicho Informe concluía que las 
profesiones colegiadas en España son un colecti-
vo con un peso importante en la economía, tanto 
en términos de empleo como de renta. En 2011, los 
servicios profesionales colegiados integraban a 1,4 
millones de colegiados. Asimismo, estas activida-
des generan un empleo vinculado de más de 2 mi-
llones. Todo ello representa una aportación del 20 
% del empleo total y una contribución superior al 
12 % del PIB.   
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LAS PROFESIONES: EJE 
ESTABILIZADOR DEL 
MODELO ECONÓMICO 
EUROPEO

El Consejo Europeo de las Profesiones Inmobi-
liarias (CEPI), en su Informe “Las Profesiones In-
mobiliarias y los mercados nacionales de la vivien-
da en la Unión Europea”, expone la situación del 
sector inmobiliario en los países que configuran 
la Unión Europea, con el objetivo de “contribuir al 
debate actual a escala nacional y de la UE sobre la 
regulación o desregulación de los servicios profe-
sionales”. 

Para el CEPI, la conclusión es que no existen prue-
bas de un vínculo directo entre la desregulación y 
el aumento de la competencia o la disminución de 
los honorarios. Lo mismo ocurre entre la regula-
ción y la restricción de la competencia o unos ho-
norarios más altos. Curiosamente los honorarios 
más bajos de toda Europa -según este Informe- 
son los que perciben los Administradores de Fin-
cas Colegiados españoles, lo que demuestra que es 
compatible la competencia con la regulación. 

Según el CEPI, “gran parte del debate sobre la 
desregulación se centra en la necesidad de cre-
cimiento económico basada en el supuesto de 
que un mercado libre contribuye a la creación de 
crecimiento económico”. Sin embargo, los datos 
aportados en dicho Informe no corroboran este 
supuesto, ya que, en Holanda, por ejemplo, con 
una desregularización de las profesiones inmobi-
liarias desde 2002, el aumento posterior del núme-
ro de profesionales no es más significativo que en 
otros países vecinos, como Bélgica, país en el que 
una regulación estricta no ha limitado el número 
de profesionales, ya que se ha desarrollado de una 
forma parecida a la de Holanda. En ambos países, 
los honorarios de los profesionales obedecen a una 
tendencia parecida. Como conclusión, CEPI esta-
blece, además, que “existe otro motivo que suele 
mencionarse como factor motivador de la desre-
gulación: la supresión de regulación concede más 

libertad a los bancos y otras instituciones con in-
tereses en el sector inmobiliario para actuar y am-
pliar su propia participación en el sector”. 

Como ha manifestado Sánchez Gallego en un im-
portante trabajo para Unión Profesional, “una 
vez descrita esta panorámica de referencias, se 
puede inferir que las profesiones conforman un 
subsector con un gran potencial a desarrollar como 
eje estabilizador e impulsor del modelo económi-
co europeo. Articular regulaciones eficientes con 
la preservación de sus valores esenciales es una de 
las claves para fomentar el desarrollo y aportación 
socioeconómica del profesional en la UE”

FUENTES: 
Revista Nº 156 “Profesiones”: Artículo de Eugenio 

Sanchez Gallego: “Las profesiones resisten mejor el 

embate de la crisis en la Unión Europea”. Pág. 18-19.

UNIÓN PROFESIONAL: “Impacto en la Economía 

Nacional  de la Regulación  de los Colegios Profesio-

nales:  Estudio Económico sobre la relación entre los 

parámetros característicos de la profesión  colegiada y 

su interacción y dinámica de comportamiento con las 

variables macroeconómicas”. 

Coordinador: Gonzalo Múzquiz Vicente-Arche. Abo-

gado.  Secretario Técnico de Unión Profesional. Autor: 

Eugenio Sánchez Gallego. Economista.  Departamen-

to de Economía de Unión Profesional.

COMISIÓN NACIONAL DE LOS MERCADOS Y LA 

COMPETENCIA –CNMC-: Informe de Proyecto nor-

mativo 110/13 relativo al Anteproyecto de Ley de Ser-

vicios y Colegios Profesionales. 

SOLCHAGA RECIO&Asociados: Análisis de las Es-

tructuras Regulatorias en la Administración Inmobi-

liaria. Realizado por encargo del  Consejo General de 

Colegios de Administradores de Fincas.

CONSEJO EUROPEO DE PROFESIONES INMOBILIA-

RIAS –CEPI-: “Las profesiones inmobiliarias  y los 

mercados nacionales de la vivienda  en la Unión Eu-

ropea”. 

!
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“Una mala práctica 
profesional impacta negativamente 

en el bienestar social”

L
os propietarios no tendrán que declarar en 
el IRPF correspondiente a 2015 las subven-
ciones recibidas para la adaptación de las 
antenas colectivas al dividendo digital en 

las comunidades de propietarios. Con esta exen-
ción, regulada en el RDL 9/2015, de 10 de julio, el Go-
bierno acepta la petición que el CGCAFE le formu-
ló por escrito a finales del año pasado para que no 
se tuvieran que declarar, y recoge los argumentos 
expuestos por los Administradores de Fincas Cole-
giados relativos a que “dada su pequeña cuantía y 

CONSEJO GENERAL

Los propietarios 
no tendrán 
que declarar 
en el IRPF las 
ayudas para la 
adaptación al 
dividendo digital 

La exención está regulada 
en el RDL 9/2015, de 10 de 
julio -BOE de 11 de julio-, 
y es consecuencia de la 
petición realizada por los 
Administradores de Fincas 
Colegiados al Ministerio de 
Industria, Energía y Turismo. 

el elevado número de contribuyentes afectados, 
que puede incluso llegar a producir una tributación 
superior a la propia ayuda percibida en caso de que, 
por percibir la misma, se conviertan en obligados 
a presentar declaración, se declaran igualmente 
exentas las ayudas percibidas para compensar los 
costes derivados de la recepción o acceso a los ser-
vicios de comunicación audiovisual”. 

En consecuencia, los miembros de las comunida-
des de propietarios no tendrán que incluir en sus 
declaraciones de la renta la parte proporcional de 
la subvención obtenida. Para Salvador Díez, presi-
dente del CGCAFE, “los Administradores de Fincas 
Colegiados mantienen, de nuevo, uno de sus objeti-
vos fundamentales, que es el de la máxima colabo-
ración con las instituciones públicas estatales, au-
tonómicas y locales para la aplicación y desarrollo 
de las distintas normativas que tienen incidencia 
y aplicación sobre un bien tan preciado como es la 
vivienda. Sobre un bien tan preciado como es la 
vivienda. Por todo ello, debemos explicar a nues-
tros clientes la importancia, el valor y la profesiona-
lidad de nuestro trabajo, que conlleva logro como la 
no tributación en el IRPF de las ayudas para la adap-
tación al Dividendo Digital lograda por el CGCAFE”. 

El CGCAFE ha colaborado con el Ministerio de In-
dustria, Energía y Turismo, a través de la SETSI, 
en el Plan de Comunicación cuyo objetivo fue faci-
litar a los ciudadanos toda la información sobre el 
Dividendo Digital y las actuaciones que, en su caso, 
fueron necesarias para la adaptación de las instala-
ciones de recepción de televisión comunitarias, y 
ha sido clave en la concesión de las subvenciones 
otorgadas, ya que más del 51% de las solicitudes ha 
sido realizada por un Administrador de Fincas Co-
legiado
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PRÓXIMOS 
CONGRESOS 
NACIONALES 

2016: 
¡TE ESPERAMOS 
EN SEVILLA! 

Rafael del Olmo, presidente del Colegio de Sevi-
lla, nos anima a asistir al XX Congreso Nacional 
de Administradores de Fincas, que se celebrará 
en la ciudad de Sevilla en el año 2016.

La Comisión Organizadora del Colegio ya está 
trabajando, con gran entusiasmo, en su organi-
zación, para ofrecer, a todos los asistentes, un 
atrayente programa de actividades, profesiona-
les y lúdicas

CARTA ABIERTA A LOS 
CIUDADANOS

Nueva Imagen 
Profesional de los 
Administradores 
de Fincas 
Colegiados

“Es tuya, y queremos que sea 

vuestro referente profesional”

¡Descárgatela en www.cgcafe.org!

“Por y para la Sociedad”. Con este objetivo los 
Administradores de Fincas Colegiados presenta-
mos a los ciudadanos nuestra Nueva Imagen Profe-
sional Común, y queremos, con ella, que sea vues-
tro referente profesional en un bien tan preciado 

como es la vivienda.

Los Administradores de Fincas Colegiados veni-
mos trabajando y defendiendo los derechos de los 
ciudadanos en materia de vivienda desde hace mu-
chos años, y ha llegado el momento de que esta im-
portante labor profesional, de calidad y con todas 
las garantías, esté refrendada por una Imagen Pro-
fesional Común que identifique al Administrador 
de Fincas Colegiado en cualquier parte del Estado.

Los Administradores de Fincas Colegiados, sus 
Colegios Territoriales y su CGCAFE han trabajado 
siempre para el conjunto de la sociedad, formulan-
do de manera permanente propuestas para mejo-
rar los diferentes aspectos legales que afectan a la 
vivienda, y que han sido recogidas en importantes 
normativas que han preservado y desarrollado los 
derechos de consumidores y usuarios en materia 
inmobiliaria. Nuestra Imagen Profesional Común 
es todo esto, y seguirá siendo la representación co-
lectiva de un trabajo que se realiza “por y para la 
Sociedad”.
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AEPD y los 
Administradores 
de Fincas 
Colegiados
¿Sabes dónde encontrar las resoluciones de 
la AEPD sobre comunidades de propietarios, 
arrendamientos y actividad profesional? ¡En 
la web del CGCAFE!

Se han recopilado en www.cgcafe.org las reso-
luciones de la AEPD de máximo interés para los 
Administradores de Fincas Colegiados.  Para con-
sultarlas, solo tienes que solicitar la clave corres-
pondiente a través de la web para poder acceder a 
las mismas.
 

CESIÓN DE DATOS 
PERSONALES

¿Puede una Comunidad de Propietarios acordar 
la cesión de datos personales de los propietarios a 
terceros ajenos a la Comunidad y a la Junta Direc-
tiva por parte del Administrador de Fincas-Secre-
tario? ¡La respuesta en nuestra web!

SANCIÓN POR 
PUBLICACIÓN EN EL 
TABLÓN DE ANUNCIOS DE 
DATOS PERSONALES Y 
DEUDA PENDIENTE

Procedimiento Sancionador contra una Comuni-
dad de Propietarios denunciada por un copropieta-
rio por la publicación, en el tablón de anuncios, de 
sus datos personales y el importe de los recibos pen-
dientes. Relación no publicitada con la Convocato-
ria de la reunión. Publicación de los datos tras la 
reunión de la Junta de Propietarios. Para la AGPD, 
dicha publicación en tablones, para ajustarse a la 
legalidad, ha de contar con la previa notificación 
infructuosa al propietario, y solo en ese supuesto 
procedería la notificación por edictos o mediante 
tablones. Notificación que en este caso no resulta 
acreditada. Sanción de 601,01 € por una infracción 
del artículo 10 de la LOPD, tipificada como leve en 
el artículo 44.2.e) de dicha norma, una multa de 
601,01 €, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 45.1 y 4 de la citada Ley Orgánica.

PUBLICACIÓN POR ERROR 
DE DATOS BANCARIOS 
EN PÁGINA WEB DE 
ADMINISTRADORA DE 
FINCAS. APERCIBIMIENTO

Denuncia por un propietario a Administradora de 
Fincas con una web profesional a la  que acceden 
los copropietarios para su información. Publi-
cación, por error, de listado con datos bancarios. 
Advertido el error, la Administradora procedió a 
retirar de la web la citada relación y a ponerlo en 
conocimiento del Juzgado de Primera Instancia 
como medida cautelar. La AEPD no percibe benefi-
cios obtenidos como consecuencia de la comisión 
de la infracción, y ésta fue corregida cuando tuvo 
conocimiento, por lo que no se precisa requerir 
medida correctora alguna.

… Y mucho más
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Liberalizar y poner coto al poder. Estas son las 
dos ‘balas’ que incluía el anteproyecto de Ley de 
Servicios y Colegios Profesionales -APLSP- ela-
borado por el Gobierno en 2014 y que, de momen-
to, está guardado en el cajón a la espera de que, 
con la nueva legislatura, el Ejecutivo entrante las 

VALENTIN BUSTOS — 

Redactor Jefe de la Revista “Capital”
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ENTREVISTA

No “apunten” al 
profesional
¿Colegiación sí o no? Hay 
quien aboga por suprimirla 
bajo el paraguas de la 
liberalización y una mayor 
competitividad. Mientras que 
quienes sostienen lo contrario 
defienden su postura  
basándose en que, gracias a 
ella, se protege al conjunto de 
los ciudadanos.
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dispare. Proyectiles cargados con ‘pólvora’ como la 
reducción de profesiones de colegiación obligato-
ria -se quedarían en 38, entre los que se incluyen 
médicos, dentistas, arquitectos o químicos-, que-
dando fuera los actuarios, los gestores adminis-
trativos, o los agentes de la propiedad industrial y 
administradores de fincas, entre otros. Profesiones 
como los enólogos, guías turísticos o delineantes, 
por su parte, perderían la llamada reserva de ac-
tividad por la que esa labor únicamente puede ser 
llevada a cabo por alguien que acredite una titula-
ción oficial, un determinado nivel educativo, expe-
riencia práctica u otro tipo de formación. Mientras 
que para economistas, gestores administrativos o 
agentes de la propiedad inmobiliaria, valga el caso, 
no sería necesario que estuvieran colegiados para 
poder denominarse de una manera específica -la 
llamada reserva de denominación-. 

“Los colegios aportan gran valor a la sociedad a 
través del ejercicio profesional de sus colegiados. 
Preservan los intereses de los consumidores y usua-
rios de los servicios y llevan a cabo un control in-
dependiente del comportamiento profesional que 
permita a la ciudadanía ejercer sus derechos con 
plenas garantías”, afirma Carlos Carnicer, presi-
dente de Unión Profesional -UP-, la asociación 
que agrupa a las profesiones colegiadas españolas.

¿MÁS MUNICIÓN DEL 
ANTEPROYECTO? 

Se excluye el hecho de tener que pagar la cuota 
para entrar a un colegio y la anual no podrá supe-
rar los 240 euros con una excepción: cuando tres 
quintas partes de la asamblea del organismo así 
lo apruebe. Asimismo, no existirá la obligación de 
colegiarse en el domicilio donde se ejerza la pro-
fesión, por lo que se puede estar colegiado en Za-
mora y ejercer en Lugo. “Las profesiones generan 
aproximadamente el 10% del PIB y suman el 6% 
del empleo directo más el 3% del empleo vincula-
do total, representando el 16% del tejido empresa-
rial y el 17% de la inversión en innovación tecnoló-
gica. Son datos que, año tras año, van en aumento”, 
recalca el presidente de UP.

Antecedentes lejanos. Tanto Bruselas como la 
OCDE y el Fondo Monetario Internacional 
(FMI) vienen suspirando, desde hace décadas, por 
una mayor liberalización de los servicios profe-
sionales. Ya un informe del extinto Tribunal de 
Defensa de la Competencia de 1992 hacía men-
ción a este asunto, aunque el empeño se impulsó 
cuando Mario Monti fue nombrado comisario de 
Competencia hace algo más de tres lustros. Fue en-
tonces cuando desembarcaron los funcionarios de 
la UE en suelo hispano para ver tarifas, honorarios, 
publicidad, colegiación… Y el gobierno recogió el 
testigo.  “Desde 1996 hay una obsesión por parte de 
los tecnócratas del Ministerio de Economía, tras-
ladada y asumida por la Comisión Nacional del 
Mercado de la Competencia (CNMC), por eliminar 
los colegios profesionales o, al menos, reducirlos a 
la mínima expresión, que es tanto como suprimir-
los”, indica Ángel Hernández, presidente del Co-
legio Oficial de Administradores de Fincas de 
Salamanca.

Otros precedentes son la Directiva Europea de 
Servicios de 2006 que “obligó a los Estados miem-
bros a revisar su legislación e ir suprimiendo ba-
rreras de entrada o restricciones al ejercicio no 
justificadas en intereses públicos”, según señalan 
Aitor Ciarreta, María Paz Espinosa y Aitor Zu-
rimendi en un artículo publicado en Papeles de 
Economía Española. O la norma española cono-
cida como Ley Ómnibus, de 2009, que adaptaba 
la anterior directiva. Así se llega al APLSP que, 
de momento, está atracado en puerto esperando 
al contramaestre que lo vuelva a poner de nuevo 
a navegar. “Eliminar barreras no implica erosionar 
ni suprimir los colegios profesionales. Europa lo 
que dice es que hay que liberalizar, algo que ya se 
ha hecho teniendo en cuenta que la cuota colegial 

“La normativa no se encuentra 
unificada en los países de la 

Unión Europea”
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se ha reducido considerablemente, y que el requi-
sito de colegiación no supone ninguna restricción 
a la competencia sino una garantía de que se cuen-
ta con la cualificación profesional adecuada”, ar-
gumenta Carlos Domínguez, secretario técnico 
del Consejo General de Colegios de Adminis-
tradores de Fincas de España.

La pregunta que se hacen desde esta institución, y 
desde otras que se verían afectadas, es si el hecho 
de finiquitar los colegios, o la eliminación de una 
regulación de actividad, supondría esa “liberali-
zación” y esa “mayor competitividad” pregonada 
desde Bruselas o desde la CNMC. “El objetivo que 
se persigue no es que haya reglas sino que impere 
la ley de la selva de modo que todos hagamos de 
todo sin limitación alguna con lo cual no se puede 
competir en igualdad de condiciones”, señala Án-
gel Hernández. Y apostilla: “Si para ejercer una 
actividad no se exigen unos conocimientos, unos 
requisitos técnicos, o unas obligaciones idénticas 
a todos los agentes no hay libertad de mercado tal 
y como la entendemos el común de los mortales, 
sino libertinaje”.

Centrémonos en la actividad de los Administra-
dores de Fincas que cada año mueve unos 36.000 
millones de euros -el 80% del parque de vivien-
das está guiado por ellos-. Según el Consejo Eu-
ropeo de las Profesiones Inmobiliarias (CEPI), 
en el Viejo Continente “sigue habiendo una gran 
diversidad a escala nacional, que supone a la vez 
un hecho y un problema para la integración eu-
ropea”. Por ejemplo, hay hasta cinco regulaciones 
distintas, que van desde la más estricta hasta la 
ausencia de la misma. Es decir, que la normativa 
no está unificada. También se recogen casos en 
los que algunos Estados han pasado de un extre-
mo a otro, de una regulación estricta a una des-
regulación total, y viceversa. Un caso es el de Ho-

“Una mala práctica 
profesional impacta negativamente 

en el bienestar social”

landa, donde se desreguló en 2002. ¿Resultado? El 
número de profesionales no aumentó de manera 
significativa respecto a otros países vecinos. “Gran 
parte del debate sobre la desregulación se centra 
en la necesidad de crecimiento económico basada 
en el supuesto de que un mercado libre contribuye 
al mismo. La información disponible no confirma 
ese supuesto”, indican desde el CEPI.

Según un informe de Solchaga Recio & Asocia-
dos, es necesario garantizar que los Administrado-
res de Fincas posean los conocimientos que permi-
tan minimizar el riesgo para la seguridad jurídica 
del principal bien de inversión de las familias. “La 
titulación obligatoria es una medida proporciona-
da porque es la forma menos restrictiva de mitigar 
dicho riesgo”, se puede leer en el estudio. Y destaca 
que una mala práctica profesional o la reducción 
de las funciones de los órganos colegiados pueden 
ocasionar un impacto negativo sobre el bien-
estar social; que, para mantener la seguridad y la 
calidad, la profesión debe ser ejercida por aquellos 
profesionales con conocimientos y habilidades 
adecuados; y que los colegios ejercen una labor de 
control sobre los Administradores y garantizan la 
formación de los profesionales. 

UNA PROFESIÓN 
COLEGIADA

Otro dato: según una encuesta realizada por Sig-
ma Dos, el 80% de los españoles considera que la 
profesión de Administrador de Fincas debería in-
cluirse entre aquellas para las que es obligatorio 
estar colegiado; y el 67% estima que, si se lleva a 
cabo por personas no colegiadas, sería perjudicial 
para la calidad que se presta a los propietarios. “No 
hay un sentir en la calle de eliminarlos, sino todo 
lo contrario”, apunta Carlos Domínguez. Porque 
quienes ejercen su actividad bajo el control de los 
colegios tienen un seguro de responsabilidad civil 
y de caución concertado por la institución, están 
sometidos a su control deontológico, y le deben 
rendir cuentas en caso de conflicto con una co-
munidad de propietarios. “Si no existieran, los en-
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!
¿QUÉ SON Y PARA QUÉ SIRVEN?

Un colegio profesional es una corporación de dere-
cho público. ¿Qué quiere decir eso? Que se trata de 
una institución peculiar porque por su naturaleza 
ejerce funciones públicas pero gestionadas por 
personas privadas. Al ser constituidas como tal, 
se sitúan entre la Administración, los colegiados y 
los clientes, usuarios y pacientes. Y ni son asocia-
ciones, sindicatos, asociaciones empresariales, ni 
fundaciones. 
Sus fines son los siguientes: la ordenación del 
ejercicio de las profesiones, la representación ins-
titucional exclusiva de las mismas cuando estén 
sujetas a colegiación obligatoria, la defensa de los 
intereses profesionales de los colegiados, y la pro-
tección de los intereses de consumidores y usua-
rios de los servicios de sus colegiados. Es decir, 
que fueron creados por los poderes públicos “para 
llevar a cabo un control independiente e imparcial 
de la actividad profesional que permita a la ciuda-
danía ejercer sus derechos con plenas garantías”, 
según Unión Profesional.

frentamientos solo podrían resolverse en los juz-
gados. ¿No hay una queja generalizada de que 
están atascados?”, se pregunta el presidente del 
Colegio Oficial de Administradores de Fincas 
de Salamanca.

Carta Magna. En toda Europa existen organiza-
ciones profesionales. “Pero solo la Constitución 
española garantiza institucionalmente a los co-
legios profesionales recogiéndolos en su artículo 
36 lo que, a su vez, asegura como poco su funcio-
namiento democrático”, precisa el presidente de 
UP.  ¿Por qué? Para buscar la respuesta hay que 
remontarse a 1972. Ese año había elecciones al 
Colegio de Abogados de Madrid. Cuatro eran los 
candidatos. El Gobierno vetó a dos de ellos y un 
tercero se retiró. Como reacción a ese intento de 
no dejar que las elecciones fueran libres se desa-
rrolló la Ley de Colegios Profesionales de 1974. 
“Una serie de políticos y senadores, ya en 1978, 
considerando el papel que los colegios profesio-
nales tenían en la sociedad, y para preservar su 
independencia, promovieron que estuviesen con-
templados en la Constitución”, rememora Gonza-
lo Múzquiz, secretario técnico de UP.

¿DONDE ESTÁ EL QUID DE 
LA CUESTIÓN?

¿Qué ocurrió? Que acabaron en la sección que re-
coge los derechos y deberes de los ciudadanos. Por 
tanto, si alguien elegía una profesión u oficio que 
tocase determinadas materias, tendría un régimen 
jurídico peculiar para su ejercicio. ¿Abogado? Pues 
debería colegiarse para proteger los intereses de la 
sociedad y del interés general. Dicho de otra mane-
ra, sujetarse al código deontológico y a las reglas de 
funcionamiento del sector. “No hay una norma co-
munitaria que propugne la erosión de los colegios 

profesionales en ningún momento. Incluso Miguel 
Herrero y Rodríguez de Miñón, en su voto particu-
lar del Consejo de Estado, resalta que no puede ha-
cerse prevalecer el derecho de la UE sobre la propia 
Constitución”, indica Carlos Domínguez. 

¿Dónde está el quid de la cuestión? En la ya ci-
tada Ley Ómnibus. A la misma, cuando vio la luz, 
le quedaron dos temas pendientes: el visado de 
los técnicos, en general, que quedó regulado en 
un decreto de 2010; y qué profesiones deberían 
mantenerse con colegiación obligatoria. “Desde 
Unión Profesional se sostiene que estas tienen 
una justificación de peso, no solo por lo que en-
vuelven, sino por cómo se envuelve, ya que lo dice 
la Constitución. No es un capricho, sino que ha-
blamos de interés general, de derechos sociales, y 
de proteger a la gente”, informan desde la institu-
ción. No se trata de empresas mercantiles con áni-
mo de lucro. Su finalidad es controlar y regular el 
ejercicio de una profesión 

 “El requisito de colegiación no supone 
restricciones a la competencia”
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PROPIEDAD HORIZONTAL

El ascensor y el 
IVA: Preguntas y 
respuestas

La duda con la que se 
encuentra la comunidad 
de propietarios cuando 
decide instalar o renovar un 
ascensor es el tipo de IVA al 
que se sujeta. Lo primero que 
debemos tener claro es que 
el tipo general del IVA es el 
21%, al que se sujetará toda 
actividad salvo que sea de 
aplicación otro tipo: reducido 
del 10%,  o superreducido del 
4%.

J. A. RUIZ SAINZ-AJA 

Gestión Económica de las Ayudas a la Vivienda 

de la CCAA de Cantabria
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E
n la instalación o renovación del ascensor 
la regla general es la aplicación del 21% 
de IVA, pero si la instalación no es de un 
ascensor sino de un aparato elevador en 

una escalera para el uso de persona con discapa-
cidad, el tipo aplicable será el 10%, con indepen-
dencia de cualquier otra consideración.

Ahora bien, si la instalación es de un ascensor 
normalizado industrialmente que no está espe-
cialmente destinado a personas con discapacidad 
o con movilidad reducida – susceptible de des-
tinarse esencial o principalmente a suplir las de-
ficiencias de movilidad en la terminología de la 
Dirección General de Tributos – a pesar de que su 
instalación sea obligatoria para la comunidad por 
existir personas discapacitadas de acuerdo a la Ley 
de Propiedad Horizontal, el tipo será el 21%.

CUÁNDO APLICAR EL TIPO 
REDUCIDO DEL 10%

No obstante, existen dos excepciones en las que es 
de aplicación el tipo reducido del 10%: La primera 
excepción concurre cuando la instalación o reno-
vación del ascensor cumpla las condiciones esta-
blecidas por el artículo 91 de la Ley del IVA para 
ser considerada como obra de renovación y repa-
ración.

En concreto, el artículo 91.1.2.10º establece que se 
aplicará el tipo impositivo del 10% a las ejecucio-
nes de obra de renovación y reparación realizadas 
en edificios o partes de los mismos destinados a vi-
viendas, cuando se cumplan los siguientes requi-
sitos:

1. Que el destinatario sea persona física, no actúe 
como empresario o profesional y utilice la vivien-





24

da a que se refieren las obras para su uso particular.
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, 
también se comprenderán en este número las cita-
das ejecuciones de obra cuando su destinatario sea 
una comunidad de propietarios.

2. Que la construcción o rehabilitación de la vi-
vienda a que se refieren las obras haya concluido al 
menos dos años antes del inicio de estas últimas.

3. Que la persona que realice las obras no aporte 
materiales para su ejecución o, en el caso de que 
los aporte, su coste no exceda del 40 por ciento de 
la base imponible de la operación.

EN LA PRÁCTICA DIARIA SE 
MULTIPLICAN LAS DUDAS

La redacción del artículo parece sencilla, pero la 
práctica diaria plantea un buen número de dudas 
que he intentado concretar en las siguientes pre-
guntas:

¿Solo se aplica el tipo del 10% a la instalación de un 
nuevo ascensor?
No, engloba tanto la instalación como la sustitu-
ción, modernización o renovación del ascensor.

¿Dado que se exige que el destinatario sea una co-
munidad de propietarios de viviendas, qué ocurre 
si en el edificio hay locales comerciales?
Es necesario que el destinatario sea una comuni-
dad de propietarios de viviendas o mayoritaria-
mente de viviendas.

“El tipo reducido solo se aplica a las 
ejecuciones de obra de renovación 

y reparación y el mantenimiento 
de instalaciones no tiene tal 

consideración”

Se entenderá que una edificación se destina a vi-
vienda cuando al menos el 50 por ciento de la su-
perficie construida se destine a dicha finalidad.

¿Y si el destinatario de la factura es el Administra-
dor de la finca?
En este caso el tipo aplicable sería el 21%, ya que la 
aplicación del 10% exige que el destinatario sea, en 
este caso, una comunidad de propietarios.

¿Cómo se pueden acreditar ante el contratista las 
condiciones necesarias para aplicar el tipo del 
10%?
Mediante una declaración escrita firmada por la 
comunidad de propietarios dirigida al sujeto pasi-
vo -contratista-, bajo su responsabilidad.

¿Cómo se calcula el importe de los materiales si el 
instalador del ascensor también es el fabricante?
Si el instalador del ascensor no es fabricante, el 
coste de los materiales es su precio de adquisición 
al fabricante, pero si la empresa instaladora es el 
fabricante del ascensor, el coste a tener en cuenta 
es el coste de producción.

¿Cómo se calcula el importe de los materiales si la 
empresa instaladora del ascensor subcontrata con 
un tercero las obras necesarias: apertura de puer-
tas, pintura, etc.?
En el caso particular de las actuaciones subcontra-
tadas con terceros, a efectos del cómputo del 40%, 
será preciso determinar la naturaleza que dichas 
actuaciones -entregas de bienes o prestaciones de 
servicios- tienen para el empresario que material-
mente las realiza. En los casos de subcontratación 
las operaciones subcontratadas tendrán para el 
contratista -empresa instaladora del ascensor- la 
misma naturaleza que para el empresario que las 
realiza.

¿Cuáles son los materiales aportados?
Deben considerarse “materiales aportados” por el 
empresario o profesional que ejecuta las obras to-
dos aquellos bienes corporales que, en ejecución 
de dichas obras, queden incorporados material-
mente al edificio, directamente o previa su trans-
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formación, tales como ladrillos, piedras, cal, arena, 
yeso y otros materiales. Además, el coste de dichos 
materiales no debe exceder del 40% de la base im-
ponible de la operación. Si supera dicho importe 
no se aplicará el tipo reducido del Impuesto -10%-.
No tendrán la referida consideración de “mate-
riales aportados” aquellos bienes utilizados como 
medios de producción por el empresario que lleve 
a cabo las operaciones de renovación o reparación, 
que no se incorporan materialmente al edificio al 
que la obra se refiere, tales como maquinaria, he-
rramientas, etc. En particular, no tendrán la refe-
rida consideración de “materiales aportados” los 
andamios que el empresario que ejecuta la obra 
utiliza para la realización de la misma.

¿Puede facturar el contratista de forma separada 
e independiente la instalación del ascensor y las 
obras necesarias para su instalación?
No, las actuaciones accesorias o complementarias 
se encuentran tan estrechamente ligadas con la 
instalación del ascensor que, objetivamente, for-
man una sola operación económica indisociable, 
cuyo desglose resultaría artificial.
No procede, por tanto, diferenciar en la misma eje-
cución de obra calificada globalmente como entre-
ga de bienes, la parte correspondiente al servicio 
que lleve consigo con el objetivo de forzar la tribu-
tación de esa parte al tipo reducido del Impuesto.

¿Y si la instalación del ascensor y de las obras ne-
cesarias se contrata por la comunidad de propieta-
rios de forma independiente con dos contratistas 
distintos?
Según la DGT se estaría ante un caso diferente en 
el supuesto de que dichas actuaciones de adecua-

ción se contrataran directamente por el promotor 
-comunidad de propietarios- de las obras de insta-
lación de un ascensor con un tercero distinto del 
empresario instalador. En este caso, tratándose de 
actuaciones independientes, cada uno de los con-
tratistas deberá determinar por su cuenta y de for-
ma independiente si concurren los requisitos para 
la aplicación del tipo impositivo del 10 %.

¿Se aplica el tipo impositivo del 10 % de IVA a los 
servicios de mantenimiento de ascensores en co-
munidades de propietarios?
No. El tipo reducido solo se aplica a las ejecuciones 
de obra de renovación y reparación y el manteni-
miento de instalaciones no tiene tal consideración.
En conclusión, la aplicación de esta excepción al 
tipo general será difícil dado que en la mayoría de 
las ocasiones el coste de los materiales aportados 
por el empresario o profesional que realiza la obra 
de instalación o renovación del ascensor superará 
el 40% del coste total.

RENOVACIÓN DEL 
ASCENSOR CALIFICADA 
COMO REHABILITACIÓN

La segunda excepción se produce cuando la re-
novación del ascensor contratada por la comu-
nidad de propietarios sea calificada como rehabi-
litación a efectos de IVA.

Esta excepción es aplicable a los contratos direc-
tamente formalizados entre la comunidad de pro-
pietarios y el contratista cuyo objeto sea una reha-
bilitación a efectos de IVA -artículo 91.1.3.1º LIVA-.
En este sentido, el artículo 20, apartado uno, nú-
mero 22º, letra b), dispone que a los efectos de esta 
Ley, las obras de rehabilitación de edificaciones se-
rán las que reúnan los siguientes requisitos:

A) Requisito cualitativo: el objeto principal debe 
ser la reconstrucción de la edificación, entendién-
dose cumplido este requisito cuando más del 50% 

“A pesar de que su instalación sea 
obligatoria por existir personas 
discapacitadas de acuerdo a la 

Ley de Propiedad Horizontal, 
el tipo será el 21%”
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del coste total del proyecto de rehabilitación se co-
rresponda con obras de consolidación o tratamien-
to de elementos estructurales, fachadas o cubiertas 
o con obras análogas o conexas a las de rehabilita-
ción.

Específicamente se establece que tienen la consi-
deración de obras análogas a las de rehabilitación 
la instalación de elementos elevadores, incluidos 
los destinados a salvar las barreras arquitectónicas 
para su uso por discapacitados.

B) Requisito cuantitativo: el coste total de las 
obras a que se refiera el proyecto debe exceder del 
25 % del precio de adquisición de la edificación si 
se hubiese efectuado aquélla durante los dos años 
inmediatamente anteriores al inicio de las obras 

de rehabilitación o, en otro caso, del valor de mer-
cado que tuviera la edificación o parte de la misma 
en el momento de dicho inicio. A estos efectos, se 
descontará del precio de adquisición o del valor de 
mercado de la edificación la parte proporcional co-
rrespondiente al suelo

“La segunda excepción se produce 
cuando la renovación del ascensor 

contratada por la comunidad de 
propietarios sea calificada como 
rehabilitación a efectos de IVA”

TÍTULO PROPIO DE LA UNIVERSIDAD DE BURGOS
HOMOLOGADO PARA LA COLEGIACIÓN COMO ADMINISTRADOR DE FINCAS
OBJETIVOS DEL CURSO: 
La constante expansión del sector inmobiliario, así como la compleja y cambiante normativa reguladora del sector, 
obligan a los distintos profesionales implicados a una formación especializada y continuada.

Consciente de esta situación, la Universidad de Burgos imparte el “Curso Superior de Estudios Inmobiliarios” para 
dar respuesta a las citadas necesidades de formación. La superación de este Curso habilita para la colegiación como 
Administrador de Fincas en todos los Colegios de España.

Existe la posibilidad de impartir asignaturas individualizadas para aquellos profesionales que deseen completar su 
formación.

DURACIÓN DEL CURSO: 207 créditos divididos en 3 cursos académicos.
Calendario: Octubre-Junio. Clases prácticas en la Facultad de Derecho de la Universidad de Burgos.
Lugar de impartición: Docencia de plataforma telemática, alojada en http:www.ub.opengestion.com

PARA MÁS INFORMACIÓN: Facultad de Derecho – Hospital del Rey, s/n – 09001 BURGOS
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PROPIEDAD HORIZONTAL

El pago de la 
comunidad tras 
el divorcio

El Tribunal Supremo se 
pronuncia sobre el pago 
de la comunidad tras el 
divorcio, estableciendo la 
obligación de ambos frente a 
la comunidad.

INMACULADA CASTILLO

Abogada

El Tribunal Supremo se pronuncia sobre el 
pago de la Comunidad tras el divorcio o la 
separación, cuestión controvertida, espe-
cialmente  cuando le ha sido adjudicado el 

uso de la vivienda a uno de ellos y no se ha acorda-
do nada al respecto.
En un principio, respecto a las cuotas de la comu-
nidad de propietarios, se debe de distinguir entre 
gastos ordinarios o gastos extraordinarios –
derramas-, y generalmente la confrontación entre 
las partes viene relacionada respecto del pago de 
los primeros.

En este sentido, por parte del Tribunal Supremo, 
y con base a lo establecido en el artículo 9.1.e de la 
Ley de Propiedad Horizontal, se había posiciona-
do de manera generalizada, en que debían de ser 
pagadas por ambos cónyuges -cuando ambos fue-
sen los dueños-, aunque solo se hubiese atribuido 
el uso  a uno de ellos, o debían ser abonados por el 
titular de la vivienda –privativa-, aunque el uso se 
lo hubiesen dado al otro.

NO TODO ES UNANIMIDAD 
JUDICIAL
Sin embargo, las Audiencias Provinciales, con ca-
rácter mayoritario, han venido resolviendo que el 
pago de comunidad tras el divorcio debe ser satis-
fecho por el cónyuge que disfruta del uso de la 
vivienda, por entender excesivo que el cónyuge 
al que no se le atribuye el uso tenga que abonar, en 
su totalidad o en parte, los referidos gastos, siendo 
los mismos derivados del uso.

Finalmente, y con fecha de 25 de Septiembre de 
2014, el Tribunal Supremo ha dictado una sen-
tencia, con interés casacional, con el fin de esta-
blecer un criterio claro respecto a si los gastos 
ordinarios de la comunidad de propietarios pue-
den atribuirse al cónyuge que queda en el uso de 
la vivienda común, o si el pago de los mismos co-
rresponde a ambos cónyuges, cuando los dos son 
copropietarios.

“Señala el Tribunal Supremo que 
frente a la comunidad de propietarios 
ambos cónyuges, cuando son los dos 
propietarios, son los obligados al pago 

de los gastos comunes”
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Dicha sentencia se dicta con motivo de un proce-
dimiento en el que el Juzgado de Familia acordó 
que el pago de los gastos de comunidad ordinarios 
deberían ser abonados en exclusiva pòr la exmujer, 
puesto que aquella era a la que se le atribuía el uso 
de la vivienda, correspondiendo el resto de gastos 
de la misma, como los gastos extraordinarios de la 
comunidad, IBI, seguros y similares a los dos cón-
yuges al 50%.  La exmujer, no estando de acuerdo 

con esta decisión, interpone un recurso de casación 
ante el Tribunal Supremo que, definitivamente, re-
suelve el asunto.

Como señala el Tribunal Supremo, frente a la co-
munidad de propietarios ambos cónyuges -cuando 
son los dos propietarios- son los obligados al pago 
de los gastos comunes y ambos estarán legitimados 
a soportar las reclamaciones que les interpongan, 
con independencia de a quiÉn se le haya atribuido 
el uso de la vivienda tras el divorcio; ahora bien, si 
el Juez de Familia acuerda que el pago de dichos 
gastos ordinarios sean abonados por el cónyuge al 
que se le atribuya la vivienda, éste será quien deba 
abonarlos. Y en el caso de que no los pagase, y al 
final el cónyuge que no vive en la vivienda tuviese 
que pagar los gastos comunes porque la comunidad 
se los reclama, podrá repercutir contra el cónyuge 
obligado al pago

“Si el Juez de Familia acuerda que el 
pago de dichos gastos ordinarios sean 
abonados por el cónyuge al que se le 
atribuya la vivienda, éste será quien 

deba abonarlos”

Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de septiembre de 2014:

 El excónguye que utilice la 
vivienda, afronta los gastos
“Es evidente, que en las relaciones entre la Comunidad de Propietarios y los propietarios indivi-
duales, los gastos de comunidad corresponden al propietario, y éste o éstos serán los legitimados 
pasivamente para soportar las acciones de la comunidad en reclamación de las correspondientes 
cantidades, sin perjuicio de las acciones de repetición entre los copropietarios, si procediere -art. 9 
LPH-. Ahora bien, nada obsta a que un Tribunal de Familia acuerde, en aras al equilibrio económi-
co entre las partes -art. 103 C. Civil-, que el excónyuge que utilice la vivienda ganancial, sea el que 
deba afrontar los gastos ordinarios de conservación. Este pronunciamiento no es contrario al art. 9 
de la LPH, pues este rige las relaciones entre propietarios y Comunidad, sin perjuicio de las relacio-
nes internas entre aquellos, como ocurre en este caso en el que la cuota ordinaria de comunidad se 
impone en la resolución judicial a la hoy recurrente. Ahora bien, ello no obsta para que de acuerdo 
con el art. 9 de la LPH, sean ambos propietarios los que deberán afrontar, en su caso, las reclama-
ciones de la Comunidad de Propietarios, conforme al tan citado art. 9 de la LPH. En este mismo 
sentido, el art. 20 de la Ley de Arrendamientos Urbanos  permite, que aún cuando la obligación de 
pago de los gastos de comunidad corresponde al propietario, éste pueda pactar con el arrendatario 
que se haga cargo de la misma. Por otra parte los arts. 500 y 528 C. Civil establecen que el titular del 
derecho de uso o habitación será el responsable de costear los gastos ordinarios de conservación”.

!
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PROPIEDAD HORIZONTAL

Propietario 
moroso: ¿puede 
delegar su voto?
Las cuestiones que cada día 
los comuneros trasladan a los 
Administradores de Fincas 
son innumerables, pero la 
mayoría de las respuestas 
no las da la LPH, sino la 
jurisprudencia de nuestros 
tribunales que va resolviendo 
cada una de estas cuestiones. 

VICENTE MAGRO SERVET

Presidente de la Audiencia Provincial de Alicante

Recordemos que la LPH solo trata de este 
tema en el art. 15, en primer lugar en 
cuanto a la forma de asistir a la junta y en 
segundo en cuanto a la privación del de-

recho de voto. 

Cuádruple consideración que puede darse respec-
to a la asistencia a una junta de propietarios, a sa-
ber:

a) Que el propietario comparezca personal-
mente.

b) Que el propietario confiere su representa-
ción a un tercero.

c) Que el propietario redacte un escrito y de-
legue en el Presidente/a para que este vote 
por él.

d) Que el propietario delegue en otro propie-
tario para que vote por él.

Sin embargo, la LPH, a diferencia de la nueva Ley 
5/2015, de 10 de mayo que regula la Propiedad Ho-
rizontal en Cataluña, no disciplina más allá res-
pecto de las situaciones diversas que pueden dar-
se, aspecto que sí recoge esta Ley especial, a fin de 
aclarar las formas en las que se asiste a una junta 
de propietarios y se vota, concretando los sistemas 
de ejecución y “objetivando” las auténticas formas 
jurídicas en virtud de las cuales se pueden ejercer 
los derechos de asistir y votar en una junta de pro-
pietarios, ya se trate del propietario, un tercero no 
propietario, un propietario haciéndolo por otro y el 
Presidente/a por otro propietario.

REGULACIÓN DE LA PH EN 
CATALUÑA

 Así, en esta Ley 5/2015 de regulación de la 
PH en Cataluña se contempla, en el art. 553.24 2, 
que el derecho de voto se ejerce de las siguientes 
formas:

a) Personalmente.
b) Por representación, de acuerdo con lo esta-

blecido por el artículo 553-22.1.
c) Por delegación en otro propietario, efectua-

da mediante un escrito que designe nominati-
vamente a la persona delegada y en el que pue-
de indicarse el sentido del voto con relación 
a los puntos del orden del día. La delegación 
debe efectuarse para una reunión concreta de 
la junta de propietarios y debe recibirse antes 
de que comience.

 Con ello, se admite en esta regulación una 
opción interesante que se refiere a que cual-
quier comunero puede delegar su asistencia 
“indicando qué quiere votar” en cada punto 
del orden del día, es una opción también apli-
cable en cualquier provincia, ya que aunque 
no está contemplado en la LPH no está prohi-
bido, por lo que se aconseja que los escritos de 
delegación dejen abierta esta opción de que el 
comunero que no va a asistir a la junta pueda 
rellenar los huecos del modelo de delegación 
para votar sí, no, o abstención.
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Por otro lado, la presencia del representante supo-
ne que en las juntas de propietarios se computan 
los siguientes votos para el cálculo de las mayorías 
previstas en el art. 17 LPH. 

En cuanto a los votos de los propietarios pre-
sentes, de los representantes y de los que han de-
legado su voto supone, simplemente, una relación 
obvia de las personas con derecho a voto, ya que 
tanto los que acuden a la junta con la cualidad de 
propietarios, como los no propietarios que actúan 
como representantes, o los propietarios que han 
recibido la delegación de su voto de otros propieta-
rios pueden votar y su presencia se significa tanto 
en cuanto al cómputo de la obtención de las ma-
yorías de presentes respecto a los propietarios que 
conforman la Comunidad, como de las cuotas de 
participación que representan al objeto de alcan-
zar el sistema de las dobles mayorías que exige tan-
to la LPH como la Ley 5/20015 en Cataluña.

¿Pueden delegar su asistencia a junta los mo-
rosos? Los propietarios privados del derecho de 
voto pueden ceder su representación a tercero, 
pero solo para la constitución de la junta, no para 
votar salvo que el representante abone al inicio de 
la junta lo que adeuda hasta ese instante el moroso.

Es sabido que el impago de las cuotas de comu-
nidad conlleva la privación del derecho de voto. 
Según el art. 15.2 su persona y cuota no se tendrá 
tenida en cuenta para alcanzar las mayorías exigi-
das por la ley y solo se les permite intervenir en la 
junta pero no votar. De esta manera, estas perso-
nas podrían delegar su participación en tercero, 

pero éste no puede votar por aquellos, salvo que 
el representante abone al inicio de la junta lo que 
adeuda hasta ese instante el moroso. Vemos que 
la condición de un comunero de moroso le priva 
de votar, pero al igual que éste podría dar cumpli-
miento a la exigencia del art. 15.2 LPH de pagar al 
inicio de la junta lo que adeuda, este derecho o fa-
cultad es transmisible a quien detenta el derecho 
de representación del moroso.

Ahora bien, los morosos pueden representar a otros 
comuneros y votar si ellos pueden hacerlo. La repre-
sentación del art. 15 de la Ley, ya sea legal o volunta-
ria, no puede estar condicionada por otras normas 
jurídicas que las que establece el precepto legal.

En consecuencia, no existiendo ninguna prohibi-
ción ni limitación en la Ley para que un propie-
tario moroso pueda actuar en representación de 
otro que no lo es, la Comunidad no tiene faculta-
des para modificar el derecho, que es de carácter 
imperativo. Si la junta adopta decisiones en dis-
tinto signo, por lo menos desde nuestro punto de 
vista, está vulnerando el contenido del art. 15 y 
seguramente, caso de darse impugnación judicial, 
tal postura sería declarada contraria a derecho y 
declarados nulos los acuerdos adoptados con este 
sistema prohibitivo.

PRESENTACIÓN DEL ESCRITO 
EN LA JUNTA

Los escritos de representación se deben presentar 
al inicio de la junta al Administrador de Fincas.

A fin de que el Administrador de Fincas tenga exac-
ta constancia de los comuneros presentes y repre-
sentados para constituir válidamente la junta, en 
primer lugar, y luego, más tarde, para conocer con 
exactitud el “quórum” exigido para la aprobación 
de los acuerdos, estos escritos deben presentarse al 
inicio de la junta para su constancia en la redacción 
del acta en donde constarán todos estos extremos.

Esta cuestión fue resuelta con acierto en la Ley 

“Los morosos pueden representar 
a otros comuneros y votar si ellos 

pueden hacerlo”
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5/2015 de regulación de la PH en Cataluña, por lo que 
entendemos que constituye un acierto especificar 
que estos escritos deben entregarse al Administra-
dor de Fincas antes del inicio de la reunión, a fin de 
verificar el exigido “quórum” de asistencia y específi-
cos para alcanzar acuerdos en la forma prevista en el 
art. 553-25.3 Ley 5/2015, donde se recoge que: 3. Para 
el cálculo de las mayorías se computan los votos y las 
cuotas de los propietarios que han participado en la 
votación de cada uno de los puntos del orden del día, 
sea de modo presencial, sea por representación o por 
delegación del voto. Con ello, está claro el sistema de 
asistir y/o votar a una junta.

Tanto la LPH como la Ley 5/2015 para Cataluña es-
tablecen un marco muy limitador para que se pue-
da asistir a la junta de propietarios en los supuestos 
de pro indiviso de un inmueble. Así, el art. 15.1.2º 
LPH señala que en los casos de pro indiviso los di-
ferentes propietarios designarán de común acuerdo 
a un solo representante “para asistir y votar” en las 
juntas, y el art. 553.22.3 para Cataluña también co-
lige que “3. En caso de comunidad de un elemento 
privativo, los cotitulares designan a uno para que 
ejerza el derecho a asistir a la junta de propietarios.” 
Es decir, que en ambos textos se entiende que debe 
restringirse la asistencia a la junta en estos casos.

La mecánica a seguir se entiende que debe cen-
trarse siempre en que en las convocatorias se haga 
constar que por los pro indivisos se comunique a la 
administración de fincas con antelación a la cele-
bración de la junta, quién  va a asistir representan-
do al pro indiviso, o que de forma generalizada se 
haga constar en la convocatoria que esa designa-
ción que se lleve a efecto servirá para las siguientes 
juntas, salvo comunicación en contrario.

La cuestión es que los comuneros pueden aceptar 
o no esta comunicación que consta en la convoca-
toria, pero notemos que al igual que hay muchos 
comuneros a los que no les gusta asistir a las jun-
tas, hay otros a los que sí les gusta esta participación 
activa y el tema objeto de debate radica en si dos 
propietarios, -que son pareja, por ejemplo- podrían 
asistir a la junta para participar en ella o el Adminis-

trador de Fincas debería vetar la asistencia a uno de 
ellos y exigirles que se pongan de acuerdo en cuanto 
a la presencia de uno de ellos en la junta

NULIDAD O ANULABILIDAD 
DE LOS ACUERDOS

Desde nuestro punto de vista entendemos que 
no es preciso hacer una batalla de esta exigencia, 
que consta en los arts. 15.1.2º LPH o art. 553.22.3 
Ley 5/2015, ya que en el caso de que se admita a 
los dos miembros de una pareja en una junta o a 
todos los cotitulares de un pro indiviso, no con-
llevará la anulabilidad o nulidad de los acuerdos 
adoptados, siempre está que solo haya votado 
uno de ellos, obviamente. Se trata más de una 
mera cuestión de forma que de fondo y que los 
Administradores de Fincas recomienden en las 
juntas y al presidente para que así se incluya en la 
convocatoria -aunque en la práctica la redacte el 
Administrador de Fincas- de que se comunique 
a éste quién asistirá de los cotitulares, pero de no 
ser así y optar por asistir todos debería dejárse-
les estar en la junta con la advertencia, eso sí, que 
solo podría intervenir uno de ellos para hablar y 
votar, sin que les sea posible opinar a los dos en 
la junta. 
Somos conscientes de que es problemático en 
la práctica del día a día, pero aquí influirá la 
psicología del Administrador de Fincas para 
tomar la decisión más coherente. Una cosa es 
advertirles a los comuneros de lo que marca 
la Ley y que deban cumplirla todos los comu-
neros, pero también es muy conocida la per-
manente obstinación de algunos comuneros 
que no entienden la “lógica” de la Ley y que 
no aceptaran que no puedan asistir todos a la 
junta, más en el caso de las parejas, por lo que 
la mejor opción sería que, aunque se les insista 
con la norma, permitirles entrar a los dos o a 
todos, pero con la advertencia de que solo uno 
representará al pro indiviso para hablar y votar, 
punto donde se debería ser inflexible para evi-
tar un desequilibrio con otros inmuebles don-
de solo uno habla y vota.

!
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ESPECIAL
—

La Reforma de la 

Propiedad Horizontal 

en Cataluña
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El resultado de la reforma es satisfactorio, por 
lo tanto, para nuestra profesión, pero princi-
palmente y sin duda  para sus destinatarios 
finales, las comunidades de propietarios, las 

cuales, además de que se verán afortunadamente ali-
viadas de muchos de los problemas y conflictos pro-
vocados por la redacción anterior, también a través 
de las mejoras introducidas podrán adaptarse, con 
mayor eficacia y eficiencia, a las nuevas necesidades 
y servicios demandados en la actualidad. 

Aunque muchas de las mejoras no tienen un impac-
to directo en el sentido sustancial de la norma, sino 
más bien en su expresión, mejorando su redacción, 
calidad técnica y ordenación sistemática, otras mu-
chas son verdaderamente trascendentes. Veamos, 
a modo de resumen y guía, algunas de las más rele-
vantes: 

• El régimen jurídico de Propiedad Horizontal se 
puede constituir existiendo un solo titular, a dife-
rencia de la legislación anterior que requería, como 
mínimo, dos, aunque el funcionamiento de la orga-
nización, en caso de ser  menos de tres propietarios, 
será el de la comunidad ordinaria indivisa.

• Introduce una nueva posibilidad para determi-
nar o modificar las cuotas de participación en 
los casos en que no sea posible el acuerdo unánime 
de propietarios, añadiendo a la vía judicial ya exis-
tente, los procedimientos de resolución extrajudi-
cial de conflictos. También regula expresamente la 
posibilidad de incluir cláusulas estatutarias que 
prevean la resolución de conflictos de cualquier 
materia relativa al régimen de Propiedad Horizon-
tal por mediación o arbitraje.

• Se regula expresamente la preferencia de crédi-
to de las deudas comunitarias, por gastos comu-
nes ordinarios, extraordinarios y fondo de reserva, 
contraídas en el año corriente y los cuatro ante-
riores, con la prelación que determine la Ley.

• Intereses: los gastos comunitarios meritan intere-
ses desde el momento en que se deban pagar y no 
se hayan hecho efectivos. Consideramos que pue-
de ser un buen incentivo para contribuir al pago 
puntual de los mismos.

• Afección real: se amplía el período de la afección 
real de los elementos privativos, debiendo respon-
der los nuevos titulares y los anteriores, del pago 
de los importes adeudados correspondientes al 
año corriente y los cuatro años anteriores, sin per-
juicio de la responsabilidad del transmitente.

• Certificado de deudas en caso de transmisión: 

ESPECIAL

ENRIQUE VENDRELL

Presidente CAF Barcelona-Lerida

ANABEL MIRÓ

Asesora Jurídica de la Junta de Gobierno CAFBL

Han sido necesarios nueve 
años para la aprobación 
de la Reforma de la Ley 
5/2006 de 10 de mayo, 
promovida por los Colegios 
de Administradores de 
Fincas de Cataluña mediante 
insistentes debates, fórums, 
publicaciones y mociones 
parlamentarias, realizando 
enmiendas, aportaciones 
y propuestas que, en esta 
ocasión, sí, han sido en su 
conjunto mayoritariamente 
reconocidas e incorporadas 
por la Comisión Codificadora 
del Departament y la 
Comisión de Justicia del 
Parlament.
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el transmitente debe declarar estar al corriente de 
pago o especificar los pendientes aportando un 
certificado expedido por el Secretario, en el cual 
deberá constar, además, los gastos comunes ordi-
narios, extraordinarios y aportaciones al fondo de 
reserva aprobadas pero pendientes de vencimien-
to. Será necesario para otorgar la correspondien-
te escritura, a no ser que ambas partes renuncien. 

• Fondo de Reserva: ahora tiene carácter acumula-
tivo, debiendo recaudar como mínimo el 5% de los 
gastos comunes, que de no gastarse, se acumula 
cada año en el fondo del siguiente. Se puede desti-
nar, con autorización del Presidente, para gastos 
urgentes o bien con el de la Junta, para obras ex-
traordinarias de conservación, reparación, rehabi-
litación o instalación de nuevos servicios comunes 
o de seguridad. Hay que depositarlo en una cuenta 
especial a nombre de la comunidad.

• Elementos comunes: desaparece la regulación de 
los elementos comunes de uso restringido, se pre-
sume que en caso de desafección, tendrán el carác-
ter de elementos privativos de beneficio común, 
si no se establece otra cosa. El quórum requerido 
para la alienación o gravamen de estos últimos se 
equipara a 4/5 partes -antes era unanimidad-.Se 
eliminan las limitaciones de cesión de uso de los 
anexos, y se disminuye el plazo de caducidad para 
presumir el consentimiento comunitario sobre la 
alteración de elementos comunes a 4 años.

• Se regula la instalación de puntos de recarga de 
vehículo eléctrico en garaje privado mediante dos 
vías, la instalación general comunitaria, la cual se 
puede aprobar por mayoría simple, o la individual 
de un único propietario, quien deberá enviar a la 
Presidencia o Administración el proyecto técnico 
30 días antes del inicio de su instalación, pudiendo 
la comunidad proponer una alternativa razonable y 
adecuada a los intereses generales -si no se realiza 
ésta última en 2 meses, podrá instalar conforme al 
proyecto inicial-, y deberá presentar a su finaliza-
ción la correspondiente certificación técnica.

• Se resuelven diversas contradicciones, como el pla-

zo de custodia de la documentación más tras-
cendente de la Comunidad por el Secretario que 
será exclusivamente de 5 años, es decir ni 2, ni 10. 

• Queda suprimida la doble convocatoria, de tal 
modo que la Junta de Propietarios se entiende vá-
lidamente constituida en una única convocato-
ria, sea cual fuera el número de copropietarios que 
asistan a la reunión. 

• Se introducen innovaciones  legales para fomen-
tar el uso de las nuevas tecnologías, como la posi-
bilidad de convocar a los propietarios por correo 
electrónico o la asistencia a la Junta de Propie-
tarios por videoconferencia  o por otros medios 
telemáticos sincrónicos, si la Junta lo acuerda.  

• No se podrá adoptar ningún acuerdo que no 
conste expresamente en el Orden del Día de la 
convocatoria, sin excepción.

•  Quórums de los acuerdos: se unifican en dos 
artículos (553-25 y 26) el régimen de las mayorías 
para la adopción de los acuerdos, reduciéndose a 
partir de la reforma los que precisan unanimidad 
-no se requiere para la desafectación de elementos 
comunes, ni para la enajenación de elementos pri-
vativos de beneficio común que pasan a ser de 4/5-, 
y  siendo suficiente la doble mayoría de 4/5 para 
acuerdos tales como establecer cuotas especiales 
de reparto de gastos o la cesión onerosa o arrenda-
miento de elementos comunes por un plazo supe-
rior a 15 años.  Cualquier acuerdo que no precise 
expresamente unanimidad o mayoría cualificada, 
será suficiente con la mayoría ordinaria. 

• Los acuerdos ordinarios requieren mayoría 
simple y ésta concurre cuando se haya adoptado  
con los votos de la doble mayoría de propietarios 
y cuotas que participen en cada votación,  lo cual 
requerirá llevar a cabo el control de los asistentes 
y con derecho a voto en las votaciones . Asimismo, 
cuando el acuerdo precise la mayoría cualificada, 
se entiende alcanzada cuando concurra  la mayoría 
de 4/5 de los propietarios con derecho a voto que 
representen a su vez la mayoría de las 4/5 de las 



cuotas, computándose siempre entre los propieta-
rios que tengan derecho a voto, ya que los deudores 
no lo tiene, incluso en el caso de acuerdos que re-
quieran la unanimidad, ya que debe excluirse de su 
cómputo el voto de los propietarios con deudas con 
la Comunidad.  

• En ningún caso computan para los  quórums de 
adopción de los acuerdos de mayoría simple, cua-
lificada o de unanimidad,  los votos de los pro-
pietarios que tengan deudas pendientes en el 
momento de la celebración de la Junta, salvo que 
antes de la reunión las hayan consignado en el Juz-
gado, depositado notarialmente o  hayan impugna-
do la deuda  judicialmente. Por ello es esencial la 
advertencia previa de la convocatoria con la lista 
de los propietarios con deudas pendientes. 

• Las abstenciones se consideran en el mismo sen-
tido que el voto de la mayoría -ya sea ésta a favor o 
en contra del acuerdo-. Asimismo, se mantiene el 
derecho de los ausentes a oponerse al acuerdo ma-
yoritario alcanzado en la Junta mediante escrito 
fehaciente que deberán remitir a la Secretaría  en 
el plazo de un mes desde la notificación del Acta, 
ya que de lo contrario se considerará que el sentido 
de su voto es el mismo que el voto de la mayoría, 
lo cual permitirá alcanzar de forma diferida el quó-
rum de los 4/5 o el de la unanimidad si el objeto del 
acuerdo requiriera cualquiera de dichos quórums.  

•  Los acuerdos son ejecutivos desde el momen-
to en que se adoptan, no desde su notificación, 
y  solo se suspenden si la Junta de Propietarios lo 
decide, o bien el Juez lo decreta provisionalmente 
como consecuencia de haberse producido su im-
pugnación judicial.   

• Para poder impugnar cualquier acuerdo, por 
cualquier motivo,  es imprescindible haber votado 
en contra, o si se estuvo ausente en la Junta haber-
se opuesto al acuerdo en el plazo de un mes, o haber 
sido privado ilegítimamente del derecho de voto. 
Asimismo para impugnar es necesario estar al co-
rriente de pago, o consignado el importe de las deu-
das comunitarias vencidas en el momento en que 

se adoptó el acuerdo impugnado, recuperándose 
los plazos de caducidad  de un año o de tres meses 
según las causas de impugnación esgrimidas.  

• La Comunidad responde de sus deudas con sus 
propios fondos, incluido el de reserva, y también 
con los elementos privativos de beneficio co-
mún, los cuales serán embargables demandando 
a la  Comunidad. Los propietarios solo responden 
subsidiariamente de la deuda comunitaria  en pro-
porción a su cuota, si se les ha requerido de pago 
y se les demanda personalmente. La reclamación 
de deudas  a los comuneros morosos, se continua-
rá rigiendo por el proceso monitorio especial 
de la regulación estatal, es decir incluyendo las 
normas procesales del artículo 21 LPH, como has-
ta ahora

36

SE RECONOCE Y REFUERZA AL ADMINISTRA-
DOR DE FINCAS

La figura del profesional Administrador de Fincas 
aparece reforzada y reconocida: el nombramiento 
del Administrador requiere que éste reúna “las con-
diciones profesionales legalmente exigibles”, lo que 
supone un alejamiento consciente del legislador -en 
el debate del Pleno se hizo expresa referencia a esta 
reforma- de la ambigüedad del texto anterior “califi-
cación profesional adecuada”, lo cual resulta, además, 
coherente en relación con el artículo 54 de la Llei del 
Dret a l’Habitatge. También se despeja la duda de que 
en caso de contratación de un Administrador profe-
sional será  éste quien ejerza,  además, las funciones 
de la Secretaría. Asimismo, el Administrador mantie-
ne en exclusiva las competencias de velar por la bue-
na conservación del inmueble y el cumplimiento de 
los deberes de los propietarios, las cuales estaban an-
teriormente compartidas con el Presidente. 

!
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NOS INTERESA

Los asuntos 
que interesan al 
público
Realizar campañas 
informativas para promover 
entre las comunidades de 
propietarios el ejercicio de 
una profesión perfectamente 
regulada; explicar a la 
sociedad las repercusiones 
de la entrada en vigor de 
normativas, como el final de la 
moratoria para arrendatarios 
de renta antigua; o erigirse 
como un colectivo visto 
por los periodistas como 
fuente veraz y segura, 
requiere una interacción 
comunicativa planificada en 
el tiempo y los conocimientos 
necesarios para convertir 
un acontecimiento o un 
suceso en un tema de interés 
social, tanto para los medios, 
como para sus respectivas 
audiencias.

ANA  GUTIÉRREZ BALLESTEROS

Periodista
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L
os medios de comunicación de masas 
influyen en la sociedad al establecer los 
asuntos que entran en el debate público, 
determinando aquellas informaciones 

que son de interés, así como el tratamiento y de-
sarrollo que se les va a dar. Este concepto se desa-
rrolla a través de la teoría del “establecimiento de 
la agenda temática”, de Maswell McCombs, que 
corresponde al término “agenda-setting function 
off mass-media” y cuyo desarrollo tiene lugar en 
el siglo XX, a mediados de la década de los seten-
ta. Como antecedente, Walter Lippmann, ya en 
1922, plantea un pseudo-entorno, en el que nues-
tras imágenes mentales sobre lo que ocurre en el 
mundo y sobre los asuntos públicos se forman a 
través de la visión que nos proporcionan los me-
dios de comunicación, dado que esas realidades 
están fuera de nuestro alcance. 

Esta teoría sigue siendo la de mayor predicamen-
to a la hora de explicar la influencia de los medios 
sobre sus diferentes audiencias. Como punto de 
partida, el término agenda se utiliza en sentido 
metafórico, para expresar que a través de los temas 
considerados más relevantes por los periodistas, 
las personas no sólo reciben información sobre de-
terminados asuntos, sino que también aprenden 
de éstos la importancia o el énfasis que les deben 
dar. 

CONSTRUCCIÓN DE LA 
AGENDA 

Para comprender el papel que juegan los diferen-
tes actores que intervienen en el debate público, 
los expertos en la sociología de la comunicación 
establecen tres tipos de agendas: la agenda de me-
dios inicia todo el proceso de agenda-setting, al 
presentar un tema como el más importante, en un 
momento determinado. La agenda del público, 
en la que se dará relevancia a un tema en función 
de la cobertura mediática del mismo. Según apun-
ta Flavia Freindenberg, este tema tendrá un va-
lor, en la medida que las audiencias puedan enten-
derlo fácilmente. Esta agenda se complementa con 
otro conjunto de asuntos relevantes para los indi-

viduos, como sus propias creencias y experiencias 
vitales, su nivel cultural o sus relaciones interper-
sonales. Ante la aparición de temas con los que las 
personas no están familiarizadas, éstas acuden a 
los medios de comunicación, demandando más 
información. Por último, la agenda política o ins-
titucional de los dirigentes, pretende introducir 
su propio temario dentro del debate público.

En la misma línea que Lippmann, McCombs de-
termina que, ante situaciones nuevas, los indivi-
duos necesitan comprender el entorno que les ro-
dea. Esta idea, llevada a la esfera pública y política, 
explica que los ciudadanos necesiten información 
y orientación antes de tomar determinadas deci-
siones, como su voto o su posicionamiento ante un 
debate social. En el ámbito de lo público, cuanto 
mayor sea la necesidad de orientación, mayor será 
la posibilidad de prestar atención a las informacio-
nes publicadas. En este primer estadio de influen-
cia, los medios “no nos dicen lo que debemos pen-

“A través de los temas considerados 
más relevantes por los periodistas, 

las personas no sólo reciben 
información sobre determinados 

asuntos, sino que también 
aprenden de éstos la importancia o el 

énfasis que les deben dar”
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sar, pero sí en lo que pensar”, frase acuñada por 
Bernad C. Cohen. Esta célebre frase inspiró toda 
la investigación posterior de la agenda-setting.

En palabras de Alberto Ardecol Abreu, la selec-
ción de acontecimientos que van a convertirse en 
noticia conforman la “construcción de la agenda”. 
Al seleccionar noticias que tratan asuntos conside-
rados como más relevantes, darles una continui-
dad en el tiempo, o una prioridad en el espacio físi-
co de cada medio de comunicación, se realiza una 
llamada de atención sobre determinados temas y 
esta transferencia de relevancia entre la agenda 
de medios y la agenda del público -el efecto “pri-
ming”-, configura el primer nivel de la agenda.

El segundo nivel de la agenda se iniciaría cuan-
do los ciudadanos necesitan profundizar más so-
bre ese asunto que les preocupa para crearse una 
“imagen mental” y, como si fuese un objeto, bus-
can conocer sus diferentes matices, sus caracte-
rísticas determinantes. En este punto, los medios 
de comunicación orientarán a sus audiencias des-
tacando una serie de atributos sobre el asunto de 
actualidad, que bien puede ser un tema de interés 
público, un candidato político e incluso, una enti-
dad y su actividad profesional.

El tercer estadio o nivel de agenda-setting tiene 
que ver con el posicionamiento, con formación de 
opinión de las audiencias, dando una perspectiva 
concreta de los atributos, bien agrupándolos, bien 
separándolos y desarrollándolos como subtemas. 
Como ejemplo de mayor actualidad, el seguimiento 
de la crisis económica se canalizaría con diferentes 
informaciones sobre las causas que la originan, las 
cifras de paro, la inflación o deflación, las políticas 
de control o el papel de las instituciones.

Dependiendo también de los intereses de la em-
presa informativa que trate cada tema, la agenda 
de atributos tendrá un determinado “encuadre” y 
no otro -efecto “framing”-, generando importantes 
consecuencias para la creación de estados de opi-
nión y actitudes personales. De esta manera, en 
palabras de McCombs, el encuadre se transforma 

en argumentos convincentes para estructurar 
una imagen que influya ante la sociedad en gene-
ral y ante determinados grupos sociales. En esta 
transferencia de la agenda de medios a la agenda 
pública, los atributos que crean ese encuadre o 
marco de interpretación, incluyen tanto elemen-
tos cognitivos como elementos afectivos.

APLICACIONES
 
Todos los conceptos antes descritos son fruto de la 
investigación sociológica y por tanto, su aplica-
ción dentro de las Direcciones de Comunicación 
de las empresas son indicadores medibles dentro de 
los Planes de Comunicación. Las repercusiones de 
una determinada campaña en la agenda de medios, 
se realiza mediante análisis de contenidos, en los que 
se cuantifican o valoran las diferentes variables de los 
objetivos planteados. En relación con la agenda pú-
blica, el método de análisis son las encuestas de opi-
nión. Por último, la influencia de ambas agendas –de 
medios y pública- en la agenda política o en la agenda 
institucional, se mide en relación con las políticas de-
sarrolladas en respuesta a un estado de opinión social.

En la actualidad, el establecimiento de la agenda es 
utilizada tanto en estrategias de comunicación, 
como de marketing o de publicidad. Circunscri-
biéndose exclusivamente al ámbito de trabajo de 
los Gabinetes de Comunicación, para lograr el 
efecto “priming” será necesario un trabajo infor-
mativo basado en criterios de noticiabilidad tales 
como actualidad, utilidad social, consecuen-
cias de un hecho y proximidad, entre otros. La 
forma de presentar todos los datos ha de respon-
der a las preguntas qué, quién, cuándo, dónde, 
por qué y cómo. El éxito de la acción comunicativa 
dependerá también del encuadre o perspectiva que 
se ofrezca, facilitando al periodista un marco de re-
ferencia que sea creíble. Esta labor, proyectada en 
el tiempo, convertirá al responsable de comunica-
ción en una fuente acreditada, a la que el periodista 
acudirá en sucesivas ocasiones para que proporcio-
ne los argumentos y opiniones de un experto en la 
materia a tratar
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NOS INTERESA

La reputación no 
es offline u online, 
es simplemente 
reputación 
reflejada en 
distintos canales  
Según la comisión de IAB 
Spain, la reputación online 
es el reflejo del prestigio 
o estima de una persona 
o marca en Internet. A 
diferencia de la marca, que 
se puede generar a través 
de medios publicitarios, la 
reputación no está bajo el 
control absoluto del sujeto o 
la organización, sino que la 
‘fabrican’ también el resto de 
personas cuando conversan y 
aportan sus opiniones.

SARA MOLINA PÉREZ –CEO-

P
or tanto, la reputación es “la opinión o 
consideración en que se tiene a alguien 
o algo o el prestigio o estima en que son 
tenidos alguien o algo.” Y es  la misma or-

ganización la que recomienda a las empresas, que 
“no hagan en Internet lo que no harían en marke-
ting tradicional”.

Para conocer o controlar las acciones del marke-
ting tradicional de una marca o de una empresa, 
se controlan, principalmente, las fuentes de pu-
blicidad: prensa, televisión…  Para controlar las 
acciones de marketing en Internet, es práctica-
mente imprescindible controlar la publicidad 
en los principales buscadores, así como en las 
redes sociales. Internet es un foro de una liber-
tad de expresión donde compañeros, clientes o 
leads comparten opiniones, prescriben nuestros 
servicios y los critican -positiva y negativamente-, 
dando lugar a millones de contenidos, que Google 
indexa posteriormente en sus resultados y que cir-
culan las 24 horas del día, 365 días al año.

En el mundo online, en general, solemos dar más 
credibilidad a lo que dicen otras personas, aunque 
sean desconocidas, que lo que diga la propia mar-
ca, por lo que con razón se considera a Google más 
que un  buscador, un gestor de reputación.

AUNQUE NO ESTÉS TIENES 
REPUTACIÓN ONLINE

Que tu despacho no tenga web y no tengas redes 
sociales no significa que no aparezcas en Google 
y que no tengas una marca digital.  La realidad 
es que sí estás porque tus clientes y tus compa-
ñeros interactúan en este medio y, por lo tanto, 
expresan sus opiniones en ella, ya sean positivas o 
negativas, por ello me atrevo a decir que es prefe-
rible que tú generes la opinión con tus contenidos 
y gestiones, proactivamente, lo que se dice de tu 
despacho.

“Es necesario recordar que cualquier 
actividad de reputación 

-bien tradicional, bien online- 
tiene que ser ética”



Además, está demostrado que las empresas que 
más interactúan tienen menos crisis reputaciona-
les con sus usuarios.

FASES DE LA GESTIÓN DE 
LA REPUTACIÓN

• Monitorizar: Para ello es necesario el “rastreo de 
la red”, para analizar qué es lo que se dice y quién y 
dónde se dice algo de nosotros.
• Investigar: Para analizar de manera exhaustiva 
todos los datos recogidos en la fase anterior: la in-
fluencia de nuestros detractores, de nuestra com-
petencia, como estamos posicionados, etc.
• Actuar por medio de la participación y gene-
ración de contenidos relevantes. Tantos con-
tenidos como se pueda, de forma que posicionen 
mejor en Google que los de tus detractores, con ac-
tualizaciones periódicas en nuestro blog.

Tenemos que tener en cuenta que, pese a nuestra 
recta intención, en ocasiones estar en RRSS nos 
hace ser más vulnerables y susceptibles de ser exa-
minados por una masa crítica que no podemos me-
dir. El alcance de nuestros 140 caracteres en Twit-
ter puede multiplicarse hasta alcanzar un retorno 
inimaginable.

La viralidad hace que las RRSS se consideren un 
activo de nuestro despacho, pero a su vez implica 
el estar expuestos a posibles conflictos y a no saber 
o no poder resolverlos.

“Lo ideal sería que los usuarios vertieran 
críticas constructivas y los empresarios 

vieran en estas una oportunidad de 
mejorar determinados aspectos”

42
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Cuando gestionamos la comunicación online de 
nuestro despacho una de las cosas que tenemos 
que hacer es analizar la viralidad que puede tener 
un posible mensaje negativo para planificar, ade-
cuadamente, las acciones de respuesta.

Tampoco se trata de generar contenidos “artifi-
ciales”,  ya que para contestar rápida y estratégi-
camente no es un método eficaz y que convenza a 
los usuarios, pues estos saben detectar estos meca-
nismos insuficientes, y no se logra sino aumentar 
el descontento.

Lo ideal sería que los usuarios vertieran críticas 
constructivas y los empresarios vieran en estas 
una oportunidad de mejorar determinados aspec-
tos, pues es relativamente fácil entenderse sin que 
se ocasionen grandes conflictos. Sin embargo, so-
mos conscientes de que hay mucha gente critican-
do “gratuitamente” y muchas empresas poco preo-
cupadas por la satisfacción de sus clientes.

WEB CREADAS PARA LA 
CRÍTICA

A esta problemática hay que añadir la creada por 

determinadas páginas Web, cuyo objetivo princi-
pal -y en muchos casos, el único-, es que los usua-
rios critiquen, creando grandes problemáticas de 
imagen y reputación a una empresa.

Cuando la crítica es un complemento a la infor-
mación que determinadas páginas dan sobre las 
empresas,  suele haber opiniones tanto positivas 
como negativas, lo que hace más fácil tener una vi-
sión conjunta de los pros y los contras de una em-
presa.

Es necesario recordar que cualquier actividad de 
reputación -bien tradicional, bien online-, tiene 
que ser ética. Las actividades de reputación no 
deben, ni pueden, ocultar engaños o productos de-
fectuosos. No se puede dañar, de manera injustifi-
cada, la reputación de los competidores u ofrecer 
información engañosa sobre ellos. Hay que evitar 
la creación de identidades falsas para mejorar 
nuestra imagen, porque la transparencia y ho-
nestidad han de regir nuestras actividades. Igual-
mente resulta ético resaltar los aspectos positivos 
de nuestros productos y mencionar nuestras ven-
tajas respecto a la competencia. No se debe prac-
ticar la censura de comentarios negativos en los 
canales que gestionamos
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P
or tanto, estima parcialmente el recurso 
de inconstitucionalidad interpuesto por 
el Gobierno de España en el mes de ju-
nio de 2013 contra el Decreto-Ley 6/2013, 

de 9 de abril, de medidas para asegurar el cumpli-
miento de la Función Social de la Vivienda, apro-
bado por el Consejo de Gobierno de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía, y conocido como 
“Decreto antidesahucios”,  en el que se establecían 
medidas que aseguraban el cumplimiento del fin 
social de la vivienda y se señalaban las consecuen-
cias del incumplimiento de dicha función con mo-
tivo de la no ocupación de un inmueble. 

Entre las distintas formas de desocupación de 
viviendas, dicho Decreto-Ley hacía un mayor 
reproche a la del conjunto de viviendas que son 
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ARRENDAMIENTOS URBANOS

DECRETO 
ANTIDESAHUCIOS
El Pleno del Tribunal 
Constitucional ha dictado 
sentencia por la que considera 
que la expropiación por parte 
del Gobierno andaluz de 
viviendas vacías propiedad de 
los bancos, es una invasión de 
una competencia exclusiva del 
estado. 

ISAAC ARROYO

Abogado
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propiedad en sus diferentes formas, de personas 
jurídicas, en especial, entidades financieras y sus 
filiales inmobiliarias, entidades de gestión de ac-
tivos, incluidos los procedentes de la restructura-
ción bancaria y entidades inmobiliarias.

Este Decreto-Ley suponía un compendio de inicia-
tivas de actuación sobre la vivienda deshabitada, 
reformando y adecuando las herramientas norma-
tivas de que se dispone en el marco competencial 
de la Comunidad Autónoma, para que, desde la 
política incentivadora y de fomento, se potencie 

el acceso a la vivienda desde el arrendamiento, di-
rigidas, fundamentalmente, a quienes no pueden 
mantener su vivienda por una situación de mayor 
endeudamiento sobrevenido.

DEUDORES Y MERCADO 
HIPOTECARIO

Particular reseña merece, asimismo, la introduc-
ción de una Disposición Adicional Segunda 
destinada a asegurar el derecho a una vivienda 
digna en relación con el derecho a la vida y a la 
integridad física y psíquica de las personas y sus 
familias, afectadas por desahucios provenientes 
de ejecuciones hipotecarias, a fin de que puedan 
continuar ocupando su vivienda mediante la ex-
propiación temporal del uso de la misma, siempre 
que se cumplan los requisitos previstos.

La propia sentencia señala que el Estado ha puesto 
en marcha unas medidas de política económica 
que tienen una doble finalidad: por un lado, pro-
teger a los deudores hipotecarios y, por otro, y al 
mismo tiempo, promover el mercado hipotecario 

“Entre las distintas formas de 
desocupación de viviendas, dicho 

Decreto-Ley hacía un mayor reproche 
a la del conjunto de viviendas que son 
propiedad, en sus diferentes formas, 

de personas jurídicas, en especial, 
entidades financieras”
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con la constitución de un fondo social de vivien-
das propiedad de las entidades de crédito. Con esa 
doble medida, indica la sentencia, el Estado deter-
mina “la extensión de la intervención pública en la 
protección de los deudores hipotecarios, y lo hace 
de forma que resulte compatible con el adecuado 
funcionamiento del mercado hipotecario”.
Por ello, entiende que el Decreto-Ley andaluz, con 
las expropiaciones obstaculiza la eficacia de las 
medidas de política económica desarrolladas por 
el Gobierno.

INCONSTITUCIONALIDAD 
DE LA LEY 
ANTIDESAHUCIOS

Como se ha mencionado al principio, el Gobierno 
central recurrió en junio de 2013 el Decreto-Ley 
andaluz, concretamente su disposición adicio-
nal segunda y el artículo 1, por el que se da nue-
va redacción a los artículos 1.3 y 53.1.a) de la Ley 
1/2010, de 8 de marzo, reguladora del derecho a la 
vivienda en Andalucía, al entender que afectaba al 
contenido esencial del derecho a la propiedad de la 
vivienda, que es una norma reservada a las Cortes 
Generales, y establecía una responsabilidad san-
cionadora al margen del principio de culpabilidad 
que viene exigido por la Constitución y una regula-
ción contraria al principio igualdad.

Ahora, lo que el Tribunal Constitucional decla-
ra es su inconstitucionalidad y anula el primer 
inciso del artículo 1.3, en cuanto que se impone al 
propietario de una vivienda el “deber de destinar 
de forma efectiva el bien al uso habitacional pre-
visto por el ordenamiento jurídico” rechazando así 
que deba formar parte del “contenido esencial del 
derecho de propiedad de la vivienda”.

Asimismo, ve inconstitucional y declara la nuli-
dad de los apartados 5 y 6 del artículo 25 y del ar-
tículo 53.1.a) de la Ley 1/2010, de 8 de marzo, en la 
redacción aprobada por el artículo 1 del “Decreto 
antidesahucios” y también hace lo mismo con su 
Disposición Adicional Segunda porque “menosca-

ba la plena efectividad de la competencia estatal 
prevenida en el artículo 149.1.13 de la Constitu-
ción”. En el caso de la expropiación, la senten-
cia considera que se trata de “un mecanismo por 
completo incompatible”, con las normas dictadas 
por el Estado. “La adición por la norma autonómi-
ca de un nuevo mecanismo orientado a satisfacer 
esa misma situación de necesidad rompe el carác-
ter coherente de la acción pública en esta materia”, 
indica la sentencia. Por todo ello, el Decreto-Ley 
autonómico “constituye un obstáculo significativo 
para la eficacia de la medida de política económi-
ca” puesta en marcha por el Estado.

Al mismo tiempo, la sentencia impide que las Co-
munidades Autónomas “adopten disposiciones 
que, con este mismo propósito de tutela, afecten 
de un modo más intenso a dicho mercado” pues, 
aun cuando la competencia en materia de vivien-
da corresponda a las Comunidades Autónomas, el 
Tribunal considera “constitucionalmente legíti-
mo” que el Estado señale “ciertas líneas directri-
ces de la ordenación de este segmento de la eco-
nomía”

“Cuando la competencia en materia 
de vivienda corresponda a las 

Comunidades Autónomas, el Tribunal 
considera “constitucionalmente 

legítimo” que el Estado señale “ciertas 
líneas directrices de la ordenación de 

este segmento de la economía”



49

ARRENDAMIENTOS URBANOS

¿Se puede ceder 
un local sin 
consentimiento?
No hace falta el 
consentimiento del 
arrendador en la cesión 
de local de negocio si en el 
contrato de arrendamiento 
no figura la prohibición de 
traspasar.

FRANCISCO SEVILLA CÁCERES

Abogado

L
o primero que debemos señalar es que 
los conceptos “cesión” y “traspaso” 
son similares, es decir, cuando hablemos 
de cesión de local de negocio nos esta-

mos refiriendo al traspaso de local de negocio. Lo 
que ocurre es que la actual Ley de Arrendamien-
tos Urbanos  29/1994 -en vigor desde el 1 de enero 
de 1995 hasta la actualidad-, suprimió la palabra 
“traspaso”, que venía siendo utilizada por la Ley 
anterior -Ley de Arrendamientos de 1964-,  y la 
cambió por el término “cesión“.

Así que la LAU de 1994 utiliza el vocablo “cesión” 
y la Ley de Arrendamientos de 1964 emplea el de 
“traspaso“. Es cierto que la mayor parte de la gente 
sigue utilizando el vocablo “traspaso”, pero sien-
do precisos, cuando hablemos de contratos de 
arrendamiento posteriores al 1 de enero de 1995, 
el término correcto y legal es “cesión de local“.

Como quiera que en este artículo nos vamos a refe-
rir a la necesidad o no del consentimiento del arren-
dador en la cesión de local, partimos del hecho de 
que el contrato de arrendamiento en el que se va a 

subrogar la persona que quiere quedarse con el local 
es de fecha posterior al 1 enero de 1995 y, por tanto, 
sujeto a la Ley de Arrendamientos Urbanos 29/1994. 
Asimismo, hemos de tener presente que los locales 
de negocio son considerados por la Ley  como “arren-
damientos para uso distinto del de vivienda“.

¿SE PUEDE CEDER EL 
LOCAL?

Dicho todo lo anterior, lo segundo que debe tener-
se en cuenta para saber si necesitamos contar con 
el consentimiento del arrendador en la cesión de 
local de negocio, es conocer si en el contrato de 
arrendamiento figura expresamente prohibida la 
posibilidad de ceder -“o traspasar”-  el local a terce-
ras personas.  Si esto es así, en virtud de la libertad 
de pactos y de lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 
de Arrendamientos Urbanos 29/1994, no sería po-
sible ceder el local si no obtenemos, previamente, 
la autorización del dueño o arrendador. 

“No sería posible ceder el local si 
no obtenemos, previamente, la 

autorización del dueño o arrendador”



50

El contrato de arrendamiento de local en el que se 
quiere subrogar la persona interesada en la cesión, 
se convierte de este modo en el principal docu-
mento para conocer la necesidad o no del consen-
timiento del arrendador en la cesión de local, por 
tanto, lo que habrá que hacer antes de nada es leer 
el contrato de alquiler que se va a ceder.

Nos hemos referido antes a lo dispuesto en el ar-
tículo 4 de la LAU. Pues bien,  de su lectura ex-
traemos la consecuencia de que lo pactado en el 
contrato es primordial en este asunto, y ha de ser 
cumplido por los contratantes.

LIBERTAD DE PACTOS

Sí el artículo 4.3 LAU dispone: “Sin perjuicio de 
lo dispuesto en el apartado 1, los arrendamientos 
para uso distinto del de vivienda se rigen por la vo-
luntad de las partes, en su defecto, por lo dispuesto 
en el título III de la presente Ley y, supletoriamen-
te, por lo dispuesto en el Código Civil”, caben, por 
tanto, tres situaciones:

• Primera.-  Si en el contrato de arrendamiento de 
local se prohíbe la cesión -ya sea total o parcial-, 
no podemos cederlo –traspasarlo-, sin el consen-
timiento expreso del arrendador, porque todo lo 
contrario llevaría a declarar nula la cesión y ade-
más la resolución del contrato de arrendamiento 
con aquél que ha cedido incumpliendo lo pactado.

• Segunda.-  Ahora bien, si en el contrato de arren-
damiento viene pactada la posibilidad de cesión 
del local con la exigencia de una serie de requisi-
tos -% de subida de renta, avales, limitación de ac-

tividad, plazo de notificación, etc.-, entonces para 
la validez de la cesión deberán cumplirse todas y 
cada una de las exigencias que aparezcan refleja-
das en el contrato -libertad de pactos-.

• Tercera.-  Por último, puede darse también el 
supuesto de que en el contrato de arrendamien-
to no se dice nada sobre la cesión, en este caso, 
la Ley de Arrendamientos Urbanos 29/1994, en 
su artículo 32, permite la validez sin necesidad 
de la aprobación del dueño siempre y cuando se 
cumplan unos requisitos. Veamos lo que prime-
ramente dice el artículo 32.1 LAU sobre el con-
sentimiento del arrendador en la cesión de local: 
“Cuando en la finca arrendada se ejerza una ac-
tividad empresarial o profesional, el arrenda-
tario podrá subarrendar la finca o ceder el con-
trato de arrendamiento sin necesidad de contar 
con el consentimiento del arrendador“.

REQUISITOS PARA LA 
CESIÓN

Si en el contrato de arrendamiento no se prohíbe la 
cesión, no se necesita el consentimiento del arren-
dador. Una vez sepamos que el arrendador no tie-
ne que consentir la cesión, para su validez deben 
cumplirse el siguiente requisito -artículo 32 LAU- :

1.-  La cesión deberá notificarse de forma feha-
ciente al arrendador en el plazo de un mes desde 
que aquéllos se hubieran concertado. 

2.-  El arrendador tiene derecho a una elevación 
de la renta -20%- de la renta en vigor en el caso de 
producirse la cesión del contrato. 

Cumplido el requisito de la comunicación dentro 
del plazo establecido legalmente, el cedente -per-
sona que tenía arrendado el local- dejará de estar 
vinculado al contrato de arrendamiento que le 
unía con el arrendador y en su lugar, con los mis-
mos derechos y obligaciones derivados de ese mis-
mo contrato, entrará el cesionario o persona que 
será el nuevo arrendatario

“El arrendador tiene derecho a una 
elevación de la renta -20%- en vigor 

en el caso de producirse la cesión del 
contrato”
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El arrendatario 
no puede 
pagar la renta: 
Resolución del 
contrato
Debido a la acuciada crisis, 
ha habido un incremento 
de situaciones en las 
que el arrendatario se 
ha encontrado con la 
imposibilidad de continuar 
con su negocio y por tanto, se 
encuentra con la necesidad 
de resolver de forma 
anticipada y unilateral el 
contrato de arrendamiento. 

JUAN CARLOS HERNÁNDEZ GARCÍA 
DJV Abogados

L
a cuestión que tratamos en este artículo 
es si el arrendatario puede encontrarse 
con que el arrendador le puede exigir el 
cumplimiento del contrato y si, además, 

le puede solicitar una indemnización por los da-
ños derivados de la resolución de dicho contrato.

Siempre que no haya nada estipulado en las cláu-
sulas del contrato, la ley aplicable será la general 
que rige en todos los contratos, es decir, las nor-
mas dispuestas en el Código Civil y, más concre-
tamente en sus artículos 1.091,1.101, 1.124, 1.256, 
1.258,1.565 y 1.568.

OPCIONES DEL 
ARRENDADOR

Dicho lo anterior, conforme a la aplicación de los 
artículos anteriormente indicados del Código Ci-
vil, el arrendatario debe saber que el arrendador 
tiene dos opciones:

• Puede exigir el cumplimiento del contrato 
hasta su finalización, en base a lo establecido 
en el Código Civil, que considera que con rela-
ción al arrendamiento de fincas rústicas y ur-
banas,  si se ha hecho por tiempo determinado, 
concluye el día prefijado para ello.

• Puede solicitar resolución del contrato si existe 
incumplimiento del arrendatario, con el resarci-
miento de daños y perjuicios y abono de intereses.  

La base jurídica en la que apoyar el derecho del 
arrendador a solicitar el cumplimiento del contra-
to o bien la resolución del mismo es diversa. 

• Primera base jurídica: los artículos 1.101 y 
1.124, en concordancia con el 1.568 del Código 
Civil, puesto que otorgan este derecho al per-
judicado en la relación contractual – el arren-
dador- , siempre que el arrendatario no haya 
cumplido sus obligaciones.

• Segunda base jurídica conforme al  artículo 
1.256 del Código Civil, por el cual la validez y el 
cumplimiento de los contratos no pueden de-
jarse al arbitrio de uno solo de los contratantes 
pues, de lo contrario, se estaría permitiendo al 
arrendatario poner fin al arrendamiento a su 
conveniencia e interés.

• Tercera base jurídica conforme a jurispruden-
cia existente. Así mismo debemos insistir, en 
apoyo de nuestra opinión sobre la viabilidad 
de exigir el cumplimiento íntegro del contrato, 
en el carácter y fuerza del Código Civil, por la 
que el contratante que ha cumplido sus obliga-
ciones está legitimado a exigir el complimien-
to, y no al revés.
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A la vista de lo anterior, no cabe el desistimiento 
unilateral del arrendatario sin consentimiento 
del arrendador, salvo que esté prevista en el con-
trato esa posibilidad, por lo que es posible que el 
arrendador ejercite el derecho a exigir el cumpli-
miento contractual.

EL ARRENDATARIO NO 
PUEDE CUMPLIR EL 
CONTRATO

¿Y si el arrendatario no pudiera materialmente 
cumplir el contrato? Es decir, si la obligación de 
hacer, consistente en el cumplimiento forzoso del 
contrato, no pudiera imponerse al arrendatario 
por resultar materialmente imposible. Esto nos 
llevaría a que el Juez fijase entonces, de entender 
la existencia de una causa objetiva que impidiere 
el cumplimiento del contrato, los daños y perjui-
cios a favor del arrendador derivados del incumpli-
miento contractual.

El arrendatario,  entonces, si tiene la posibilidad de 
extinguir el contrato de arrendamiento si es que no 
puede cumplirlo por  causas de índole económi-
co, ya que dichas causas, debidamente acreditadas, 
podrían quedar amparadas dentro de la cláusula 
Rebus sic stantibus, implícita en todos los contra-
tos, y permitiría resolver, por tanto, el contrato de 
arrendamiento. De cualquier forma, dicha cláusula 
no se aplica automáticamente. Si bien la doctrina 
jurisprudencial comúnmente admitida la ha veni-

do  aplicando para el caso de que se produzca una 
alteración de la base del negocio, ha sido de for-
ma restrictiva por afectar a los principios “pacta 
sunt servanda” y al de seguridad jurídica recogidos 
en los artículos 1.091 y 1.258 del Código Civil. 

El ARRENDATARIO HA DE 
PROBAR LAS CAUSAS DE 
SU INCUMPLIMIENTO

Se establecen, como requisitos imprescindible 
para su aplicación, primero, una alteración de las 
circunstancias al momento de cumplir el contra-
to, con relación a las concurrentes al tiempo de su 
celebración; y, segundo,  una desproporción en-
tre las prestaciones de las partes contratantes que 
produzcan el imposible cumplimiento material 
del contrato por la generación de un desequilibrio 
de las prestaciones asumidas por las partes en el 
contrato, cuestiones todas ellas deberán ser debi-
damente probadas.

El arrendatario, además, asumiría en este caso la 
carga de la prueba. Tendrá que probar la altera-
ción de las circunstancias, al momento de cumplir 
el contrato, con relación a las existentes al tiem-
po de su celebración, así como la desproporción y 
desequilibrio entre las prestaciones de las partes,  
ya que corresponde a quien las alegue de confor-
midad con el artículo 217.3 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil. Por lo que el arrendatario deberá 
acreditar la veracidad de las causas económicas 
alegadas como determinantes para el cese unila-
teral efectuado. Para ello, será fundamental el aná-
lisis en el procedimiento de sus datos contables, 
fiscales, económicos y financieros, los cuales 
reflejarían el estado del negocio y la posibilidad 
o no de “sobrevivir económicamente”, pues como 
establece el Tribunal Supremo en Sentencia de 30 
de abril de 2002, la imposibilidad de la prestación 
no solo puede ser física o legal, sino también eco-
nómica, como cuando no produce ningún benefi-
cio al que ha de recibirla, o cuando es totalmente 
ruinosa para él recibirla.

“El arrendatario sí tiene la posibilidad 
de extinguir el contrato de 

arrendamiento si es que no puede 
cumplirlo por causas de índole 

económico”



53

DERECHO A UNA 
INDEMNIZACIÓN

Por sentado que el arrendatario tendrá que enfren-
tarse a que el arrendador ejerza su derecho a exi-
gir una indemnización por los daños y perjuicios 
que le haya podido acarrear la resolución anticipa-
da del contrato. La cuestión realmente compleja 
versa sobre la problemática de la cuantificación de 
la misma cuando las partes en el contrato no han 
pactado nada ni en el Código Civil se establece pre-
visión al respecto, por lo que nos lleva a analizar la 
Jurisprudencia. 

La cuantificación de la indemnización ha sido 
altamente debatida por la jurisprudencia a lo lar-
go de los años y  no ha sido uniforme y constante, 
defendiéndose en unas ocasiones un criterio de 
estricta literalidad o de aplicación rigurosa y, en 
otras, de prudente moderación avivada por la ac-
tual crisis económica. Actualmente, la tendencia 
para el cálculo de la indemnización es la resultan-
te de la cantidad equivalente a una mensualidad 
de la renta en vigor por cada año del contrato que 
reste por cumplir por aplicación analógica del ar-
tículo 11.2 de la LAU. En éste sentido, Sentencia 
del Tribunal Supremo de 9 de abril de 2012, la 
cual marca el criterio indemnizatorio que sigue 
el Tribunal Supremo para casos de desistimiento 
unilateral basados en la imposibilidad material de 
la continuidad del contrato que hubiese quedada 
debidamente acreditada.

INDEMNIZACIÓN EN 
FUNCIÓN DE CADA CASO

En la década de los años 90, los tribunales aplica-
ban el criterio riguroso, estableciendo la indemni-
zación en el importe de las rentas que se hubiesen 
devengado hasta el momento en el que el arren-
dador arrendase de nuevo el inmueble o, dicho de 
otra manera, las rentas dejadas de percibir hasta 
que se arrendara nuevamente el local. En apoyo de 
esta corriente, ya superada jurisprudencialmente, 

se encuentran entre otras las siguientes Sentencias 
del Tribunal Supremo de fechas 15 de junio de 
1993, 25 de enero de 1996, 23 de mayo de 2001 y 15 
de julio de 2002. 

Dicha tendencia rigorista de los Tribunales fue 
moderándose con el paso del tiempo y así empe-
zaron a dictarse entre los años 2007 y 2008 sen-
tencias que se inclinan por fijar la indemnización 
en atención a las circunstancias de cada caso, sin 
que quepa cifrarla automáticamente en el importe 
de las rentas dejadas de percibir, sino que deberá 
resolverse atendiendo a la fehaciente acreditación 
de los daños efectivamente producidos y a las cir-
cunstancias concretas de cada caso en cuestión, 
como señalan las Sentencias del Tribunal Su-
premo de fechas 30 de octubre de 2007 y 2 de oc-
tubre de 2008.

Por tanto, y a modo de conclusión, podemos ma-
nifestar que el arrendatario podría resolver an-
ticipadamente el contrato de arrendamiento si le 
fuera de imposible acatamiento. Si el arrendatario 
no lograse acreditar la veracidad de lo alegado en 
su resolución, vendría obligado al cumplimiento 
íntegro del contrato. 

En cuanto a la determinación de la indemnización, 
en caso de imposible cumplimiento del contrato, 
sería ponderada por el juzgador, entendiendo la 
jurisprudencia más reciente que el monto de un 
mes de renta por año de contrato que quedase por 
cumplir es una cifra ajustada, más cualquier daño y 
perjuicio efectivo que se pudiese acreditar
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ARAGÓN

Creada la Escuela de 
Formación Colegial

Ha sido inaugurada, en la Sede del 

Colegio Territorial de Administra-

dores de Fincas de Aragón, la Es-
cuela de Formación del Colegio, 
que tiene como meta potenciar las 

habilidades y conocimientos de los 

Colegiados y sus equipos de traba-

jo, en aras a una mayor calidad de 

servicio para con sus clientes. Para 

su presidente, Miguel Ruíz “es, sin 

duda, “una apuesta necesaria y que 

va de la mano del resto de Colegios 

del territorio nacional. La apuesta 

por el crecimiento del capital hu-

mano con el que cuenta el Colegio 

es uno de los objetivos prioritarios 

de la organización”.

El Colegio de Aragón desarrolla y 

potencia la formación continuada 

de sus profesionales, ya que lo con-

sideran un pilar fundamental para 

la valoración profesional y el presti-

gio social.

CADIZ

Campaña Corporativa

El Colegio de Administradores de 

Fincas de Cádiz ha realizado una 

intensa e importante Campaña 

Corporativa en defensa de la figu-

ra del Administrador de Fincas 
Colegiado y dando a conocer las 

bondades acerca del desarrollo de 

su profesión.

Dicha Campaña de Comunicación 

se ha desarrollado en Cádiz, Jerez 

y Algeciras y ha tenido varios fren-

tes. Por un lado, el Grupo Joly ha 

llevado una campaña de faldones 

publicitarios en sus tres cabeceras 

de la provincia: Diario de Cádiz, 

Diario de Jerez y Europa Sur, así 

como sus respectivos banners en 

las ediciones digitales de dichas ca-

beceras. Del mismo modo, el Grupo 

Vocento, a través de La Voz de Cá-

diz, también apoyó la campaña cor-

porativa en su edición impresa.

Otro de los frentes cubiertos es la 

radio. De esta forma, se han emiti-

do más de 150 cuñas -también en-

tre Cádiz, Jerez y Algeciras-  en 

Onda Cero, Cadena Cope y Canal 

Sur, repartidas estratégicamente 

entre las  tres emisoras, y en aque-

llos horarios y programas de mayor 

audiencia.

 Finalmente, se ha optado 

también por difundir la campaña 

corporativa de Caf Cádiz en exte-

riores, a través de los autobuses mu-

nicipales de estas tres localidades, 

que la han publicitado durante todo 

el mes de octubre.

Título Propio de 
Estudios Inmobiliarios

En la Universidad de Málaga tuvo 

lugar la presentación del Título 

Propio de Estudios Inmobiliarios,  

titulación que permite obtener los 

conocimientos para ejercer la pro-

fesión de Administrador de Fincas, 

de la mano de Benjamín del Alcá-
zar Martínez, Vicedecano de la Fa-

cultad de Comercio y Gestión de la 

Universidad de Málaga, que estuvo 

acompañado por nuestro presiden-

te, Rafael Trujillo.

GALICIA

EMISIÓN DIGITAL 
DEL CERTIFICADO 
DE DEUDAS

En la Jornada de Formación im-

partida por el Colegio de Adminis-

tradores de Fincas de Galicia se de-

sarrollaron tres temas de candente 

actualidad y del máximo interés 

para los administradores de Fincas. 

Remedios Villanueva –Colegio de 

Administradores de Fincas de Va-

lencia-, y Marián Escrivá –Univer-

sidad de Valencia-, desarrollaron la 

ponencia “Sello de calidad para la 

actividad de la administración de 
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Fincas”, desgranando las muchas 

ventajas que un sello de calidad tie-

ne para los profesionales en un mo-

mento económico tan competitivo.

Jesús Navarro, vicepresidente 

del Colegio de Administradores de  

Fincas de Valencia, impartió la po-

nencia “Plataforma para la emisión 

digital del certificado del estado de 

la deuda. Posibilidad de enviar a los 

notarios vía electrónica los certifi-

cados para ventas de pisos”.  Infor-

mó Navarro que, por el Convenio 

de Colaboración firmado entre el 

CGCAFE y el Consejo General del 

Notariado, se potenciará el uso de 

plataformas tecnológicas para 

consultar las deudas de las comu-

nidades de propietarios, siendo este 

procedimiento una alternativa rápi-

da y segura tanto para el adquirente 

del inmueble como para la comuni-

dad de propietarios.

Vicente Magro, presidente de la 

Audiencia Provincial de Alicante, 

desarrolló la ponencia “Jurispru-

dencia reciente del TS en materia de 

Propiedad Horizontal: casuística, 

práctica y solución de problemas”, y 

analizó las controversias que se es-

tán produciendo sobre una misma 

materia en las Audiencias Provin-

ciales y sobre las que se está pro-

nunciando el Tribunal Supremo.

MADRID

La promoción 
2012/1015 se gradúa 
con éxito en el Estudio 
Propio de “Grado en 
Administración de 
Fincas”

El Paraninfo de la Universidad de 

Alcalá de Henares  acogió, un año 

más, el acto solemne de clausura 

de la 8ª Edición del Estudio Propio 

de “Grado en Administración de 

Fincas” y graduación de la Promo-

ción 2012/2015,  que han cursado 41 

alumnos.

 Tras la bienvenida a cargo 

del vicerrector de Estudios Propios 

y Posgrado de la universidad alca-

laína, Juan Ramón Velasco, que 

destacó la calidad de la temática 

impartica, el director de estos es-

tudios específicos, Tomás García 
Luis, resumió el sentir del profeso-

rado en la impartición de uno de los 

cursos de mayor éxito que existen 

en el plan formativo universitario. 

Resaltó la colaboración que en todo 

momento han recibido del Colegio 
de Administradores de Fincas de 
Madrid (CAFMadrid) y del Conse-
jo General (CGCAFE), representa-

dos en el Paraninfo por sus presi-

dentes, Manuela Julia Martínez y 

Salvador Díez, respectivamente.

Precisamente la presidenta del CA-

FMadrid fue la encargada de pre-

sentar al conferenciante de este 

año, Carlos López Jimeno, direc-

tor General de Industria, Energía y 

Minas de la Comunidad de Madrid, 

que disertó sobre el tema que más 

conoce y más tiempo le ha ocupa-

do en los últimos años: la eficiencia 

energética de los edificios. Y cómo 

no, en su intervención, fue claro so-

bre el papel que tienen que jugar los 

Administradores de Fincas, cuya la-

bor, destacó, “tiene un impacto di-

recto en las economías familiares”. 

El recién graduado Manuel Bece-
rril representó a los alumnos de la 

Promoción, arrancando el aplauso 

de los asistentes cuando manifestó 

su orgullo por realizar estos estu-

dios: “Afrontamos el futuro de los 

Administradores de Fincas con en-

tusiasmo. ¡Viva la Promoción 2015”, 

expresó.

MÁLAGA 

Más de 120 
Administradores de 
Fincas Colegiados 
participaron en el III 
Curso CAFMálaga 
2.0 celebrado en 
Estepona. 

El primer fin de semana del otoño 

volvió a ser el punto de partida para 

el nuevo curso en lo que a materia 

formativa se refiere en el Colegio de 

Administradores de Fincas de Mála-

ga y Melilla. El flamante Auditorio 
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Felipe VI de Estepona, inaugurado 

la pasada primavera, albergó el III 

Curso CAFMálaga Dospuntocero, 

una cita ya obligada para muchos 

profesionales del sector.

El acto de inauguración del III Cur-

so CAFMálaga Dospuntocero fue 

presidido por el primer teniente de 

alcalde y concejal del Área Socio-

cultural y Servicios de  Estepona, 

Blas Ruzafa, quien en nombre de 

alcalde de la localidad, Jose María 

García Urbano, dio la bienvenida 

a todos los asistentes. Asimismo, 

anunció algunas medidas que la 

localidad esteponera ha puesto 

en marcha y que tienen relación 

directa con el trabajo del Adminis-

trador de Fincas. 

Además, el presidente del Colegio 

de Administradores de Fincas de 

Málaga y Melilla, Fernando Pas-
tor, agradeció al Ayuntamiento de 

Estepona la colaboración recibida 

para que este evento fuese una rea-

lidad, mientras que Miguel Mu-
ñoz –presidente de la Comisión de 

Formación del Colegio- reconoció 

la importancia de que las empresas 

privadas, 18 en esta ocasión, apues-

ten por este tipo de eventos para 

ofrecer un programa de calidad a 

los asistentes.

En el plano formativo la primera 

ponencia corrió a cargo del direc-

tor comercial de Watium, José 
Carlos Aguilar, quien explicó a 

los presentes como interpretar una 

factura de la luz, al tiempo que de-

talló algunas cuestiones relativas 

a la nueva legislación que regula 

este tipo de facturas. La interven-

ción fue seguida por gran interés 

por todos los asistentes, máxime 

cuando desde el pasado 1 de octubre 

ha entrado en vigor una nueva fór-

mula de facturación por horas para 

aquellos propietarios que tengan en 

sus domicilios un contador de luz in-

teligente.

Posteriormente, la consultora ex-

perta en neurolingüística, técnicas 

de comunicación y persuasión en 

dirección de grupos, Silvia García, 

ofreció las claves de liderazgo que un 

Administrador de Fincas Colegiado 

debe asumir en una Junta de Propie-

tarios. El tema es tan complejo que la 

ponencia tuvo una segunda parte, ya 

en turno de tarde, con el subtítulo de 

“conflictos y rompe reuniones”. 

El vicepresidente del Colegio de 

Administradores de Fincas y abo-

gado, José Luis Navarro,  expuso 

el porqué del arbitraje como fórmu-

la idónea de resolver los conflictos. 

Además, advirtió de la apuesta que 

el CAF Málaga hará en los próximos 

meses por mejorar la formación de 

los colegiados en esta materia.

Iván González, asesor del Colegio 

en materia de LOPD, contó, a través 

de numerosos casos prácticos, qué 

deben tener en cuenta los Adminis-

tradores de Fincas Colegiados en 

todo lo relacionado con esta materia. 

SEVILLA

Campaña de 
reivindicación de la 
Profesión

Desde el pasado 5 de octubre, y du-

rante todo el mes, el Colegio de Ad-

ministradores de Fincas de Sevilla ha 

puesto en marcha, coincidiendo 

con la campaña proyectada desde 

el Consejo Andaluz, una impor-

tante Campaña Corporativa en de-

fensa de la figura del Administra-

dor de Fincas Colegiado y dando 

a conocer las bondades acerca del 

desarrollo de la profesión.

Dicha Campaña de Promoción de 

la Profesión se a desarrollado en 

varios frentes. Por un lado, la cam-

paña exterior, donde se han trasla-

dado nuestros mensajes e imáge-

nes a través de distintos medios, 

como los Mupis, repartidos por 

distintas calles de Sevilla, los late-

rales y traseras de los autobuses de 

Tussam, publicidad en prensa di-

gital: abc.es; diariodesevilla.es y el 

correoweb. De igual forma, la ima-

gen de la campaña se ha difundido 

también en las televisiones de los 

autobuses a través del Canal Bussi.

Otro de los frentes que se va ha cu-

brir es la radio y la televisión. De 

esta forma, se han emitido una 

serie de cuñas y spots de publi-

cidad entre el 5 y el 18 de octubre 

en Onda Cero Sevilla y Canal Sur 

Radio Andalucía y Canal Sur TV, 

repartidas estratégicamente entre 

aquellos horarios y programas de 

mayor audiencia.

Finalmente, la difusión de esta 

campaña corporativa de CAF Se-
villa han tenido especial relevan-

cia en las Redes Sociales, donde 

durante el mes de octubre se han 

colgado entre post y tuits para 

que tanto la imagen del Adminis-

trador de Fincas Colegiado, como 

su mensaje, llegue al mayor nú-

mero de personas a través de este 

medio





— NUESTRA EDITORIAL

ETICA Y NICÓMACO: COMENTARIOS 
DE ÉTICA PARA ADMINISTRADORES DE 
FINCAS
Francisco José Arnaldos Jiménez.  
1ª Edición
p.v.p (con IVA)  12,00 €             
119 páginas

Con un prólogo de Salvador Díez, presidente 
del CGCAFE, este libro se adentra en el análi-
sis del comportamiento profesional desde un 
punto de vista ético. Analiza la autorregulación 
y la capacidad de nuestras  instituciones pro-
fesionales para velar por el trabajo eficaz, serio 
y honrado de los colegiados, así como para 
hacer cumplir los códigos de buenas prácticas 
como un valor imprescindible para que cada 
día la confianza de los usuarios sea mayor.
Su autor, Francisco José Arnaldos es Admi-
nistrador de Fincas y miembro del CGCAFE 
y presidente de la Comisión Deontológica y 
Disciplinaria del Colegio de Administradores 
de Fincas de Valencia-Castellón.

MANUAL DE CONTABILIDAD PARA AD-
MINISTRADORES DE FINCAS
Juan Rodríguez Baeza, Ángel Rodríguez 
Yubero y Miguel Ángel San Alberto  
Lasarte, 2006
p.v.p. (con IVA)  26,00 €   
240 páginas

Este manual pretende contribuir a la conso-
lidación de la imagen del Administrador de 
Fincas como profesional competente, que 
conoce y aplica las técnicas instrumentales 
básicas de su profesión, aportándole los 
conocimientos prácticos suficientes que le 
permitan: Profundizar  en el conocimiento 
y manejo del Plan General y su adaptación 
a las Comunidades de Propietarios;  Crear 
planes de cuentas, acordes con las dis-
tintas particularidades de cada una de las 
Comunidades;  Contabilizar adecuadamente 
la instauración del Fondo de Reserva, y los 
movimientos posteriores del mismo; Con-
feccionar Balances y Cuentas Anuales de 
Comunidades.

PETICIÓN DE LIBROS:
Consejo General de Colegios de Administradores de Fincas. Plaza Marqués de Salamanca, 10 3º Izda. -  28006  Madrid
Telf. 91 575.73.69 / 91 576.92.17 – Fax 91 575.12.01 –  e-mail: secretaria@cgcafe.org
Es imprescindible enviar cheque nominativo por importe de libro/s solicitado/s o transferencia a la cuenta del Banco Santander Central Hispano 
nº ES64 0049  6702  68  2816034066 más 3,50€ de gastos de envío.
Desde 60,10 € los pedidos se remitirán sin cobrar gastos de envío y desde 90,15 € además, tendrán un descuento de un 5%.
El Consejo General, se reserva el derecho de alterar el precio de las obras que durante el año sufrieran alguna modificación.
Puede consultar nuestro catálogo en la página web del Consejo General: www.cgcafe.org

EN SEGUNDA CONVOCATORIA
Miquel Corberó  Llop, 2014
p.v.p. (con IVA)  12,00 €  
197 páginas 

En una magnífica estancia dedicada a sala de 
reuniones, un hombre de mediana edad, bien 
vestido y en su calidad de administrador, se dis-
pone a dar comienzo en segunda convocatoria 
a una reunión de comunidad de propietarios.
En una mesa rectangular de madera situada en 
un extremo de la sala, sentado a su derecha le 
acompaña Eduardo presidente de la comu-
nidad, recién jubilado de aspecto saludable y 
vestimenta informal.
Delante suyo varias hileras de sillas, ocupadas 
en sus dos terceras partes por los vecinos 
copropietarios de hablan continuamente entre 
ellos sin hacer demasiado caso, la mayoría 
de las veces, de lo que se dice desde la mesa 
presidencial.
Después de solicitar varias veces silencio y 
un poco de atención, el administrador inicia la 
sesión desarrollando los puntos del orden del 
día y que todos conocen.

PRACTICUM  ADMINISTRACIÓN DE 
FINCAS 2015. PROPIEDAD HORIZONTAL 
Y ARRENDAMIENTOS URBANOS
Purificación Morgado Panadero, Teodoro 
Arnáiz Arnáiz, Joaquím Martí Martí y 
Eduardo Martín Puebla, 2ª edición
p.v.p. (con IVA)  102,00 €  
1148 páginas 

La nueva edición de Practicum Administra-
ción de Fincas se presenta ampliada, mejora-
da y puesta al día. Elaborada bajo un enfoque 
eminentemente práctico recoge los aspectos 
principales que necesitan los profesionales 
que ejercen su actividad en el ámbito de la 
administración de fincas, en servicios jurídi-
cos e incluso en la defensa en juicio. 
Toda la información en un único volumen, 
totalmente actualizada e interrelacionada, y 
en doble soporte (papel + electrónico).
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T
ambién presenta  un nuevo blog con  infor-
mación cercana y comprensible sobre los 
seguros, el sector inmobiliario y  las comu-
nidades de propietarios 

Evolucionan los edificios, evolucionan las necesida-
des de los propietarios e inquilinos y, por tanto, deben 
evolucionar las aseguradoras. Mutua de Propietarios, 
la aseguradora más antigua del mercado español 
que celebra este año su 180 aniversario, presenta una 
nueva identidad corporativa en línea con la nueva 
estrategia empresarial de la compañía centrada en la 
protección y salud del patrimonio inmobiliario; la In-
novación de productos y servicios;  la incorporación 
de las últimas tecnologías para agilizar la gestión de 
siniestros y la formación continua de su equipo de 
profesionales.   

Un cambio en el diseño del logo– que representa un 
tejado para transmitir especialización y protección-, y 
en el color –del azul al rojo granate- para transmitir la 
energía y la pasión por un proyecto basado en Proteger 
el lugar donde vivimos. “Mutua de Propietarios es una 
compañía especializada en seguros inmobiliarios, un 
sector al que hemos aportado un gran número de in-
novaciones fruto de una experiencia acumulada de 
180 años asegurando  riesgos inmobiliarios que inclu-
yen desde el Seguro de Comunidades hasta el  Seguro 
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ACTUALIDAD ECONÓMICA

Mutua de 
Propietarios 
renueva 
su imagen 
corporativa y 
lanza su nuevo 
blog
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de Impago de Alquiler, un tipo de seguro que introdu-
jimos de forma pionera en España, y en el que segui-
mos siendo líderes de mercado”, afirma Christopher 
Bunzl, Director General de Mutua de Propietarios. 

Junto a esta nueva identidad, nace el Blog Corporati-
vo de Mutua de Propietarios -http://blog.mutuadepro-
pietarios.es-, un espacio que recoge información útil 
relacionada con el sector inmobiliario y las comuni-
dades de vecinos. Desde consejos prácticos y últimas 
tendencias en torno al mantenimiento, la eficiencia, 
el ahorro de la comunidad, el hogar, o los alquileres … 
hasta información didáctica, cercana y comprensible 
sobre seguros: de comunidades, de hogar, de impago 
de alquileres...  Asimismo, el blog cuenta con un Rin-
cón del Profesional dirigido a los mediadores, con ac-
tualidad sobre normativas, noticias del sector, etc.

Carlos Braojos

Director de Producción de Remica

ACTUALIDAD ECONÓMICA

La eficiencia 
energética, la 
oportunidad de 
ahorro que las 
comunidades 
necesitan

Normalmente, las comunidades de pro-
pietarios que deciden renovar sus insta-
laciones térmicas toman esta decisión 
motivados por el hecho de que éstas 

han llegado al final de su vida útil. Ante esta situa-
ción, optan por una instalación térmica eficiente, 
que les permita reducir el consumo de energía y por 
tanto, ahorrar en su factura. 

Sin embargo, sería conveniente que ese cambio no 

sólo se llevara a cabo por la “imposición” de las cir-
cunstancias sino porque existe una conciencia real 
en torno a los grandes beneficios que reporta mejo-
rar la eficiencia energética de las instalaciones: un 
importante ahorro económico y energético, ade-
más de una reducción sustancial de las emisiones 
de CO2.

Según datos del Instituto para la Diversificación y 
Ahorro de la Energía, IDAE, en el sector residen-
cial el gasto energético en calefacción y agua calien-
te sanitaria supone más del 60% del total. Este ele-
vadísimo consumo viene originado principalmente 
por la obsolescencia de las instalaciones existentes 
-envejecimiento y  tecnología ya en desuso-, por la 
falta de regulación de temperatura por parte de los 
usuarios, aislamientos precarios o inexistentes, etc.

Sin embargo, el sector residencial tiene un gran po-
tencial de mejora en cuanto a eficiencia energética. 
De ahí la importancia de las empresas de servicios 
energéticos (ESEs), como Remica, que se encargan 
de realizar una auditoría energética y ofrecer la me-
jor solución para cada caso concreto. Así, las ESEs 
determinan qué fuentes de energía y equipos de-
ben instalarse en función de las características de 
cada comunidad de propietarios y se ocupan del 
mantenimiento y la gestión de las instalaciones, de 
modo que los usuarios puedan disfrutar del mayor 
confort con el mínimo consumo energético posible.

En este sentido, con el lanzamiento de su comercia-
lizadora de gas, Remica se ha convertido además en 
una empresa pionera ya que es capaz de cubrir de 
manera integral la necesidad energética de un edi-
ficio: instalación, mantenimiento, gestión energé-
tica, lectura de contadores y suministro de gas.

En el caso de  comunidades de propietarios que han 
renovado las instalaciones térmicas con Remica y 
han contratado la gestión energética, los ahorros 
han llegado a ser superiores al 40% con respecto a 
la situación anterior, lo que en la mayoría de los ca-
sos supone un ahorro anual de miles de euros. Esta 
reducción de la factura está certificada además por 
una entidad de control independiente, TÜV Rhein-
land, que realiza una auditoría tanto de los ahorros 
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como de la reducción en emisiones de CO2 que ha 
conseguido la comunidad. 

Asimismo, la función de las ESEs es la de ayudar a 
las comunidades de vecinos a adaptarse a las nue-
vas normativas sobre eficiencia energética, como 
por ejemplo, la individualización del consumo en 
comunidades con instalaciones térmicas centrali-
zadas, una medida encaminada a terminar con el 
consumo energético indiscriminado en este tipo de 
instalaciones.

La normativa europea establece que a partir del 1 de 
enero de 2017 la contabilidad, información, lectu-
ra y liquidación individualizada de consumos será 
obligatoria para todas las instalaciones térmicas de 
edificios existentes que cuenten con una instalación 
centralizada, pero ¿por qué posponer la interven-
ción o realizarla en el último momento? Estas me-
didas suponen un importante aumento de confort y 
un ahorro significativo en el gasto de calefacción y 
así se lo debemos trasladar a los usuarios. La expe-
riencia práctica demuestra además que, al ser cada 
vecino consciente de que paga por lo que consume,  
se hace un uso más racional de la calefacción.

Desde Remica estamos convencidos de que el aho-
rro energético compensa la inversión a realizar, me-
jora el confort de las viviendas y, además, contribu-
ye a un futuro más eficiente y sostenible para todos. 
¿Por qué esperar entonces?

ACTUALIDAD ECONÓMICA

Servicios 
especializados: 
un pilar en Portis 
S.L.

Puertas Automáticas Portis S.L, empre-
sa perteneciente al grupo Zardoya Otis se 
consolida como la primera empresa del 
sector en el mantenimiento de puertas 

automáticas, con una cartera que ha alcanzado las 
25000 puertas con contrato de mantenimiento.

Portis, fiel a su espíritu de servicio y trabajo en 
equipo, ha sabido sentar las bases para el creci-
miento sostenido de su negocio en unos momentos 
de crisis tan complicados como los que estamos vi-
viendo en España desde el año 2008, lo que nos ha 
supuesto incrementar de media nuestra cartera de 
mantenimiento en un 10% anual desde entonces.

La seguridad, la calidad, el servicio especializado 
y la ética profesional son los pilares sobre los que 
se sustentan la compañía, lo que nos ha permitido 
alcanzar la cifra de 25000 unidades en manteni-
miento.

En Portis nos sentimos orgullosos de formar parte 
de una empresa que no solo ha sabido adaptarse a 
las circunstancias en unos tiempos tan adversos, 
sino que además hemos sido capaces de sortearlos 
no sin esfuerzo, con trabajo  e imaginación. Todo 
esto no habría sido posible sin la confianza que to-
dos y cada uno de nuestros clientes han deposita-
do en Portia, por lo cual no podemos dejar pasar la 
oportunidad de dar 25000 gracias a todos y cada 
uno de ellos.

Portis pone a disposición de sus clientes los más 
de 40 años de experiencia en la instalación y man-
tenimiento de puertas automáticas en sectores 
tan distintos como el industrial, comercial, resi-
dencial, sanitario u hotelero y su extensa red de 
servicio con 23 centros propios y más de 260 per-
tenecientes a la red de Otis, lo que nos convierte 
en la empresa de puertas automáticas con mayor 
penetración geográfica del estado, permitiéndo-
nos atender rápida y eficazmente las necesidades 
de nuestros clientes
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intervenciones realizadas, siempre actualizados 
de las instalaciones en cartera de conservación de 
Schindler a través de Internet. El objetivo es com-
partir con el cliente toda la información disponi-
ble en una plataforma común de comunicación. 
Schindler es símbolo de un gran compromiso res-
ponsable para satisfacer todas las necesidades de 
nuestros clientes.

Mediante esta aplicación, el Administrador ob-
tendrá desde un resumen general del desempeño 
del ascensor, hasta una lista detallada de todo lo 
ocurrido, historial de mantenimiento, facturas o 
análisis en profundidad. Schindler Dashboard 
permite al cliente acceder a información de sus 
instalaciones con total transparencia, donde y 
cuando quiera, además de una comunicación di-
recta con su interlocutor de Schindler y la posi-
bilidad de solicitar un servicio en tiempo real. 
También permite comprobar el estado de todas las 
facturas, junto con información interactiva y deta-
llada de todo lo que ocurre en cada ascensor, con 
datos y gráficos descargables. Todas estas ventajas 
de Schindler Dashboard hacen de la multinacional 
suiza el socio perfecto en todo tipo de fincas.

Schindler dispone de las soluciones tecnológicas 
más vanguardistas para todos los tipos de edificios, 
y cada instalación recibe un trato personalizado. 
Estos factores suponen una garantía de solvencia 
del grupo de cara a sus clientes, con prestaciones 
diferenciadas basadas en la calidad y la seguridad, 
factores que priman para los usuarios y que faci-
litan el trabajo diario de las personas encargadas 
de administrar las comunidades de propietarios. 
La mejora continua, mediante la constante presta-
ción de servicios fiables, sigue siendo la clave que 
mantiene a Schindler como una de las empresas 
más consolidadas del sector

ACTUALIDAD ECONÓMICA

Schindler 
Dashboard: la 
información 
que necesitas, 
cuando la 
necesitas 

La importancia socioeconómica de la intermedia-
ción que desarrolla el Administrador de Fincas 
es palpable, tanto para los ciudadanos como para 
empresas de servicios de forma evidente gracias 
al desarrollo de sus funciones como gestor, geren-
te, asesor, mediador, secretario, contable y repre-
sentante inmobiliario. 

La relación permanente del Administrador de 
Fincas con el consumidor final mejora las con-
diciones de habitabilidad, sostenibilidad, segu-
ridad, movilidad y accesibilidad en los edificios 
para el usuario. Los Administradores de Fincas 
ofrecen servicios a consumidores finales, por ello 
es importante garantizar que tengan unos altos 
conocimientos para desarrollar la actividad. Por 
ello, Schindler pone un especial empeño en apo-
yar su función mediante el desarrollo de herra-
mientas que faciliten sus labores, como Schind-
ler Dashboard, la versión renovada de Schindler 
Score Card.

Mediante esta herramienta, Schindler transfor-
ma la información en conocimiento. Se trata una 
aplicación online con la que podrán comprobar, 
en tiempo real y con acceso ilimitado, la evalua-
ción de su cartera de mantenimiento, incluso pu-
diendo entrar al detalle de cada equipo. Es una 
herramienta de información para el cliente don-
de se pueden visualizar los reportes y datos de 
mantenimiento, la historia de los equipos y de las 
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